Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
Es la hora 10 y 14 minutos) 
Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


La Carpeta N* 505/2001, relativa a los funcionarios públicos y a la reserva de cargos de la función pública, tiene que ver con un 
proyecto de ley con exposición de motivos de los señores Senadores Francisco Gallinal y Luis Alberto Heber. Se procederá a su 
repartido. 


Hay una nueva versión de un repartido del señor Senador Michelini sobre un proyecto de ley -versión corregida- que seguramente 
estará también en poder de los señores Legisladores. 


En consideración el tema vinculado a las modificaciones de los artículos 612 y 613 relativos a ANCEL y ANTEL. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Luego de trabajar sobre el primer proyecto presentado por el señor Senador Michelini, con una pequeña 
adenda que el señor Senador Gallinal seguramente podrá explicar mejor que yo, nosotros estaríamos en condiciones de tratarlo y, 
en principio, votarlo. 


SEÑOR GALLINAL.- La redacción definitiva que proponemos consistiría en un artículo único que establece que la admisión de 
capitales privados o la venta de acciones en la prestación del servicio de telefonía celular terrestre de la Administración Nacional de 
Telecomunicaciones (ANTEL), conforme a los artículos 612 y 613 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, requerirá 
autorización previa del Poder Legislativo mediante ley dictada al efecto conforme a lo dispuesto en el artículo 188 de la Constitución 
de la República. 


SEÑORA ARISMENDI.- La diferencia que tiene esta versión con la otra, es que ésta no incorpora la trasmisión electrónica de 
datos. 


SEÑOR GALLINAL.- En realidad, es la versión original del proyecto con una pequeña modificación en el texto. Efectivamente, en 
lo que refiere a la segunda versión, no se incluye lo que tiene que ver con la trasmisión de datos. 


SEÑOR MICHELINI.- Hace unas cuantas semanas nosotros presentamos un proyecto que incluía el tema de ANCEL, que era lo 
que estaba en la polémica pública. Independientemente de lo que podía ser la recolección de firmas, quien habla tenía razones 
profundas para tratar de que volviera la potestad del Poder Legislativo para autorizar la venta de acciones respecto al tema de la 
telefonía celular. 


Pensamos que en este momento tan cambiante del mercado de las telecomunicaciones, una venta de acciones de ANCEL o de 
cualquier otro sello que la propia ANTEL creara, iba a generar dos situaciones seguramente inconvenientes para el país y para el 
usuario. La primera, si se vendía a un muy buen precio, quien viniera a operar en conjunción con ANTEL la telefonía celular, iba a 
buscar una renta monopólica y, por lo tanto, en nada ayudaría a los usuarios de estos servicios que cada vez son más amplios. 
Debemos tener en cuenta que en muchas circunstancias se trata de personas que trabajan por cuenta propia y encuentran en este 
servicio su principal herramienta. Por otra parte, si el Estado uruguayo con la propia ANTEL establecía que iba a existir 
competencia en forma notoria, seguramente estas acciones se iban a vender a muy bajo precio, y como uno prevé que en el 
mercado el sello estatal va a perdurar en el conjunto de los usuarios, íbamos a estar regalando los recursos del Estado. 


Por lo tanto, creíamos que esta venta era inconveniente e inoportuna, independiente de que además queríamos que si en algún 
momento se vendían las acciones, hubiera una nueva discusión parlamentaria. A esos efectos presentamos el primer artículo. 


Cuando recibimos a las distintas delegaciones visitantes, entre ellas a representantes de SUTEL, se plantearon dos inquietudes 
que nosotros recogimos en una versión corregida: eran los temas de la venta de acciones, de la admisión de capitales privados y 
de la transmisión de datos. Se trató de mejorar el proyecto, siempre con la idea de que, si fuera necesaria una asociación en la 
transmisión de datos, se sancionara una ley en el Parlamento. De cualquier manera, días atrás alguno de los señores Senadores 
de la coalición de Gobierno que están presentes me habían planteado que estaban por agregar sólo la modificación de la venta de 
acciones en la prestación de servicios de telefonía celular y no ampliar más el proyecto original. Considero que lograr una mayoría 
sería algo muy bueno, independientemente de no abandonar, a lo largo de todo el trámite parlamentario, nuestra aspiración de 
convencer a otros señores Senadores de que sería muy positivo, si fuera posible, conseguir la unanimidad en lo relativo a la 
transmisión de datos. 


En su oportunidad dije -y no quiero cansar más a los presentes- que cuanto antes habría que votar esto para generar certidumbre 
jurídica, sacar el tema de ANCEL, el de la telefonía celular y la telefonía básica -que implican entre el 92% y el 93% de la 
facturación de ANTEL- de arriba de la mesa, y dejar la posibilidad de la discusión parlamentaria sobre la eventualidad de realizar 
alguna asociación. Me parece algo realmente importante. Por lo tanto, si estamos en condiciones de votar el proyecto presentado 
por quien habla, mejorado -aunque no en todos los términos-, sería bueno que lo hiciéramos, y adelanto que seguiré insistiendo 
durante todo el trámite parlamentario para que se amplíe aún más el proyecto original. 


SEÑORA ARISMENDI.- Sería interesante discutir el destino de ANTEL y los caminos no sólo para salir de una situación que, como 
decía el señor Senador Michelini, está en la opinión pública, sino para considerar todas las propuestas y posibilidades, incluso, el 
propio proyecto que hoy pueda tener el Poder Ejecutivo con respecto a ANTEL y a las empresas públicas en general. Creo que esta 
Comisión Especial, en última instancia, es el ámbito donde debemos discutir una concepción del Estado y el destino de sus 
empresas, ya que hay diversos proyectos particulares, que afectan parte del problema, aunque no abordan la discusión en su 


conjunto. Esto no se dio en el Presupuesto, tampoco en el caso de las Leyes de Urgencia y lo vimos con claridad los otros días en 
la interpelación. Me permito decir que el grueso del Senado tenía un vago recuerdo del contenido de la Ley de Urgencia que se 
votó y en la que había un montón de cosas. Del mismo modo, el Presupuesto incorpora lo de ANTEL, aunque no sólo eso. 


Con respecto al proyecto de ley que presentó el señor Senador Michelini, creo que el paso previo a esto es la derogación de los 
artículos 612 y 613, porque vean qué curioso es el camino que recorren estos dos artículos del Presupuesto. En él se incorporan 
dos normas que, desde nuestro punto de vista, transitan por una interpretación constitucional que no compartimos, sobre todo, por 
dos razones. Mediante un Presupuesto modifican cosas que van más allá de cinco años y, por lo tanto, no deberían estar dentro del 
mismo. Tal vez me corrija el señor Senador Correa Freitas, como constitucionalista, aunque creo que le resultará bastante difícil 
sostener que se puedan tomar medidas que trasciendan cinco años en una ley presupuestal. Quisiera relatar una anécdota que 
recordaba durante la interpelación al señor Ministro Cáceres. 


En el Instituto Normal tenía un profesor de Derecho -el hermano del doctor Cassinelli Muñoz- que se caracterizaba por hacer 
preguntas en los exámenes que desconcertaban a los estudiantes. Por ejemplo, él preguntaba si porque se aplicaban medidas 
prontas de seguridad se podía matar a un perro. Ante esa pregunta todos quedábamos absolutamente desconcertados y él 
respondía que no, porque levantadas las medidas prontas de seguridad no se podía resucitar al perro. Por tanto, no se podían 
tomar decisiones que luego de levantadas las medidas prontas de seguridad no pudieran tener marcha atrás. Entonces estoy 
absolutamente convencida de que no se pueden vender las empresas del Estado en un Presupuesto. Desde el punto de vista 
constitucional, el proyecto de ley en la versión corregida del señor Senador Michelini refiere al artículo 188 de la Constitución, pues 
dice que se requerirá ley dictada conforme a lo dispuesto por esa norma y pienso que es redundante. Me gustaría votar esto 
solamente para ratificar la interpretación que hacemos en cuanto a que para cada caso hay que votar una ley especial, como lo 
expresa el artículo 188 de la Constitución. 


Quienes están de acuerdo con este proyecto de ley estarían reconociendo que cuando la ley dice que por mayoría absoluta del 
total de componentes de cada Cámara se autorizará en cada caso la participación, se refiere a cada negocio que se haga, así 
como se hizo con ANTEL en el caso del exterior o como se llevó a cabo en ANCAP. 


Además, aquí se señala claramente que el aporte de los capitales particulares y la representación de los mismos en los Consejos o 
Directorios, nunca será superior al del Estado, pero eso ya no se está cumpliendo y quedó claro cuando se discutió el tema de la 
terminal de contenedores porque en ese caso la cantidad de acciones y la representación de los privados es superior a la del 
Estado. Lo mismo ocurrió en el caso de PLUNA. 


Creo que decir que para aplicar los artículos 612 y 613 habrá que dictar una ley conforme al artículo 188 de la Constitución, es algo 
bastante rebuscado. Sencillamente se pueden derogar ambos artículos y en los casos en que se intente hacer nuevos 
emprendimientos se actuaría conforme a lo dispuesto por el artículo 188 de la Constitución. Si estuviera el señor Senador 
Korzeniak diría que cuando hay algo que se cae de su peso y está en la Constitución, no hay que establecerlo en una ley. 
Considero que el camino que se está intentando recorrer es inverso al normal, que es el que traza la Constitución y la ley. 


Por lo expuesto, pensamos que primero hay que votar la derogación de ambos artículos de la Ley de Presupuesto. 


SEÑOR MICHELINI.- Si se votara la derogación de los artículos 612 y 613, acompañaría, aunque es claro que no hay mayoría para 
ello. Independientemente de que la redacción no sea la mejor, si en un trámite rápido parlamentario, logramos mediante un 
proyecto de ley que ANCEL no se venda, estaríamos mejor que antes, a pesar de que cada uno aspire a su óptimo. En lo personal 
aspiro a que en algún momento la trasmisión de datos se incorpore, pero por lograr ello no me voy a negar a algo que también 
considero bueno que es que no se vendan las acciones de ANCEL o que de hacerlo tuviera que haber una discusión parlamentaria 
que hasta ahora no se ha realizado. Puedo concordar con muchas de las apreciaciones de la señora Senadora Arismendi, pero 
hasta ahora no se ha votado nada. Si se vota este proyecto de ley para vender las acciones de ANCEL o, en su defecto, para 
cualquier otro emprendimiento de telefonía celular que realice ANTEL, se deberá contar con autorización parlamentaria. Creo que 
ese es un paso muy positivo, independientemente de que no se haya conseguido el óptimo, como suele suceder a nivel legislativo. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Naturalmente que de la lectura de artículos complejos cada señor Senador tiene derecho a priorizar o 
jerarquizar determinados aspectos. Con ese mismo derecho simplemente voy a dejar una constancia en cuanto a por qué no 
vamos a acompañar la derogación de los artículos 612 y 613. En realidad, para nosotros lo relevante de ambas disposiciones es 
darle un nuevo marco jurídico, primero, para que ANTEL pueda competir. 


Consideramos que los artículos 612 y 613 permiten hacer lo que nos solicitó aquí el Directorio de ANTEL, que es la posibilidad de 
tener sociedades que aunque sean cien por ciento estatales le permitan moverse en un mercado muy competitivo. Nos parece 
absolutamente relevante y por ello está en el Presupuesto. 


Notoriamente, parte de los ingresos con que se pagan los salarios de los funcionarios públicos y las jubilaciones dependen de los 
ingresos de estas empresas, y ese monopolio de la larga distancia, que está superado por la tecnología y por los hechos, significa 
una pérdida no sólo para los ingresos de ANTEL sino básicamente para los de la Tesorería. Por ello ha sido contemplado en el 
Presupuesto y así consta, señor Presidente. Aquí también se dan otras herramientas para que ANTEL se pueda mover, en función 
de las circunstancias de cada uno de los mercados en los que participa el Ente; como es sabido, algunos de ellos están totalmente 
en competencia, como es la transmisión de datos, mientras que otros se ponen en competencia -aunque de hecho ya lo estaban-, 
como es el caso de las telecomunicaciones. 


En consecuencia, me parece que no hay ningún inconveniente en decir que en materia de telefonía celular, se ofrecen todas las 
garantías de la ley, y aclaro desde ya que no está en los planes actuales del Gobierno realizar venta alguna en este caso. No está 
planteada ninguna discusión acerca de si es bueno o no vender ya que, reitero, ello no está en los planes del Gobierno. Sería 
bueno que si en algún momento, en el futuro, éste u otro Gobierno entendiera la situación de manera diferente, se solicitará la 
autorización correspondiente al Parlamento. 


Por ello, vamos a acompañar el proyecto de ley que ha presentado el señor Senador Michelini en función, además, de lo que ha 
sido expuesto claramente por el Directorio de ANTEL, que ha planteado sus preocupaciones y necesidades para que el 
mencionado Ente pueda continuar siendo un operador muy importante en el mercado, así como también adaptarse a las nuevas 
necesidades. Por ello, en esta Legislatura nos parece conveniente prescindir de las otras herramientas que dan los artículos 612 y 
613, que no refieren a privatizaciones ni a nada por el estilo, ya que se trata de herramientas de funcionamiento para ANTEL y 
también de desregulación a favor de los usuarios. Considero que esto es lo más relevante de las dos disposiciones. Aceptamos que 
puede haber otras lecturas, pero para nosotros son más importantes los otros aspectos que, precisamente, no fueron los que 
promovieron la discusión. 


SEÑOR ASTORI.- Si hay alguna razón fundamental por la que nosotros hemos propuesto la derogación de los artículos en 
cuestión, ella es que queremos partir de una situación equitativa, en un debate que hasta ahora, a nuestro juicio, no se ha dado. 
¿Por qué digo equitativa? Porque si bien los artículos 612 y 613 han sido votados con absoluta legitimidad por los órganos 
correspondientes -en este caso, las dos Cámaras parlamentarias- y tienen sanción legislativa hoy, con la fuerza que ello les otorga, 
entendemos que eso desbalancea la discusión que no hemos dado, esto es, el plantearnos, en medio de acuerdos y discrepancias, 
que habría que ver hasta dónde llega el futuro de la empresa. No estamos haciendo un diagnóstico sobre el pasado, sino que 
estamos todos preocupados por tener la mejor ANTEL posible. 


Naturalmente, quiero señalar desde ya que nuestra postura no es -como ha sido dicho, por otra parte, por integrantes de esta 
bancada- la de mantener a la empresa tal como se encuentra en la actualidad. 


No estamos oponiéndonos a una transformación de ANTEL, pero nos gustaría discutirlo en profundidad. Entendemos, como señaló 
la señora Senadora Arismendi, que ese debate, por diferentes circunstancias -que no evaluaremos en este momento-, no fue dado 
en oportunidad de la discusión presupuestal. Esa es la razón fundamental por la que nosotros presentamos el proyecto de ley. 


Quiero decir, además, que he solicitado la palabra para consultar a la Mesa acerca del procedimiento de trabajo que nos resulte 
más útil. Es claro que no podemos obligar a los colegas integrantes de esta Comisión a discutir algo que no desean discutir. Tal 
como dijo el señor Senador Atchugarry, cada uno está en su derecho de enfocar este tema como lo entienda más conveniente. 
Nosotros no podemos imponer una discusión. 


SEÑOR GALLINAL.- Simplemente, quisiera preguntarle al señor Senador Astori qué es lo que se pretende discutir, porque 
nosotros estamos dispuestos a hacerlo. 


SEÑOR ASTORI.- El futuro de ANTEL, señor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Efectivamente. En ese sentido debo decir que la última vez que sesionó esta Comisión -oportunidad en la 
cual no recuerdo si el señor Senador estaba presente-, hice una exposición más o menos extensa sobre el tema ANTEL en su 
conjunto y sobre estos artículos 612 y 613 en particular. Sin embargo, contra mi voluntad, se levantó la sesión, porque los 
Senadores preferían no seguir conversando. 


Reitero que estamos dispuestos a entablar una discusión en esta materia, aunque en base a la presentación de proyectos que 
apunten a buscar determinadas soluciones. Hay un proyecto que lo único que hace es derogar artículos sin proponer nada nuevo. 
Sin embargo, a mi juicio -y entiendo que se podrá discrepar con esta interpretación-, tanto la Ley de Presupuesto, con los artículos 
612 y 613, como el organismo regulador y otras actuaciones que se han hecho en el transcurso de los últimos tiempos, están 
marcando una política nacional en materia de telecomunicaciones. Efectivamente, considero que existe una política nacional en 
esta materia. 


SEÑOR ASTORI.- Por supuesto, no ignoro ni pretendo ignorar las exposiciones que sobre este tema ha hecho el señor Senador 
Gallinal, pero reitero que aquí no hubo una discusión. El hecho de que el señor Senador haya realizado exposiciones no significa 
que se haya discutido. 


Por otra parte, el señor Senador Gallinal hace mal en inferir que la única capacidad de propuesta que tiene esta fuerza política, es 
la de presentar la derogación de dos artículos. También podemos presentar otras disposiciones. Desde ya digo que estamos 
trabajando en la materia, pero nos gustaría poder antes discutir. 


También quisiéramos poder escuchar al señor Senador Gallinal -como ya lo hemos hecho- y a otros señores Senadores. A su vez, 
quisiéramos que se nos escuchara a nosotros acerca de lo que pensamos sobre el futuro de ANTEL. 


Entendemos que metodológicamente es fundamental iniciar esta discusión sobre la base de un punto de partida en que no estemos 
algunos con una ley sancionada y otros simplemente tratando, sobre la base de esa ley legítimamente sancionada, de pensar en 
una trayectoria que precisamente se apoya en dicha ley. Digo esto porque las propuestas que tenemos sobre la mesa, no sólo citan 
los artículos que nosotros estamos cuestionando, sino que se apoyan en ellos para continuar por un camino ya iniciado. 


De todas maneras, como decía en oportunidad de ser interrumpido, no podemos imponer una discusión que no se quiere realizar. 
No podemos imponer reglas de juego. Pero consulto a la Presidencia acerca del procedimiento a seguir. Por mi parte, sé que el 
proyecto del señor Senador Michelini y las modificaciones posteriores, fue presentado antes que el nuestro. Por lo tanto, desde el 
punto de vista reglamentario, me parece pertinente que se discuta primero el artículo que fue presentado con precedencia. De 
todos modos, consulto a la Presidencia y a los señores Senadores sobre si, dadas las razones sustantivas que me parecen tienen 
fuerza -y que acabo de exponer- no podría ser posible que pasáramos a considerar y a votar -si se entiende necesario, hacerlo 
inmediatamente- el proyecto presentado por nuestra bancada, y a partir de esa definición volver a la consideración del futuro de la 
empresa que está sustentado, entre otros, en el proyecto del señor Senador Michelini, y que también podrá estarlo en otras 
propuestas que se puedan realizar al respecto. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Quiero decir, en primer lugar, que deseamos manifestarnos a propósito del proyecto del señor Senador 
Michelini. En segundo término, como dijo el señor Senador Gallinal, estamos absolutamente abiertos a discutir sobre el futuro de 
ANTEL y de las telecomunicaciones, así como también a persuadir y a ser persuadidos. 


Creo que hay un punto de partida; se nos dice que para poder discutir habría que derogar, y creo que si se nos persuade podemos 
realizar modificaciones. En principio, si derogamos dejamos la mitad de la Carta Orgánica de ANTEL sin contenido. Entiendo, señor 
Presidente, que es buena cosa quitarle presión a la discusión, inclusive aprobando el proyecto presentado por el señor Senador 
Michelini. Si en la Comisión hay ambiente para continuar la discusión porque otros señores Senadores se sienten asistidos con 
razones para sostener que nos hemos equivocado y que realmente pueden haber mejores decisiones o llegar a un entendimiento, 
estoy dispuesto a conversar, ya que los artículos 612 y 613 no son una especie de tótem intocable. Evidentemente, aspiramos a ser 
persuadidos, en primer lugar, para derogar y, por lo tanto, tratar de aprobar antes que nada lo que nadie ha dicho que sea malo. 


Seguramente habrá quien desee llevar a cabo otras iniciativas, pero nadie ha dicho que es malo requerir una ley para poder 
comercializar los celulares. En ese sentido, estaríamos de acuerdo y podríamos acompañarlo, aunque no sé si con el voto -porque 
hay decisiones políticas ostensibles públicas-, pero por lo menos con el espíritu. 


Como decíamos antes, esto sería un avance. Si antes de entrar al Capítulo de ANCAP en la reunión que viene se quiere continuar 
discutiendo sobre los aportes que se hagan sobre ANTEL -todavía este tema no va a ir al Plenario- o las telecomunicaciones, y en 
esas conversaciones se logra un acuerdo que suponga, inclusive, modificar algunos aspectos, ni quien habla ni los Senadores que 
integramos la coalición estaríamos cerrados a nada. 


Me parece que debemos consolidar este avance y señalo que tenemos nuestra mayor disposición si se desean realizar aportes, 
controvertir los aspectos existentes o persuadirnos; no hay nada que sea intocable. Creo que todo está planteado aquí. Podemos 
habernos equivocado y siempre alguien puede plantear mejores iniciativas o, por lo menos, aquellas que supongan mejores 
consensos, a los efectos de hacer consultas y evaluaciones. 


Solicito al señor Senador Astori que no interprete mis palabras como una descortesía; por el contrario, se trata de consolidar lo que 
tenemos y decir que hoy mismo o el jueves próximo podemos hacerlo, si se desea aplazar lo de ANCAP, para hacer una jornada de 
discusión o reflexión. Si en ese intercambio de opiniones podemos llegar a un entendimiento, lo haremos con mucho gusto, aun 
cuando ello suponga modificar estas normas. 


Insisto en que no hay nada sagrado, pero sí existen algunos avances que nos parecen de interés. Podemos entender que alguien 
piense que no lo son o que hay mejores caminos y estamos dispuestos a ser persuadidos, ya que no queremos abandonar el 
camino hasta no serlo. Entonces, con mucho gusto persuádannos, o trataremos nosotros de hacerlo. 


Quizás sea bueno que la semana próxima, una vez consolidado este asunto, se postergue para que no vaya en las primeras 
sesiones al Plenario; y si hay ambiente en la Comisión como para hacer un cambio constructivo, aclaro que sería el primero en 
estar de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa entiende que en las sesiones anteriores todas las bancadas políticas habían señalado la 
importancia de definir este tema, lo que seguramente consta en las versiones taquigráficas. En la medida en que en la reunión de 
hoy no haya planteos distintos, de acuerdo con lo que marca el Reglamento, consideraremos los proyectos presentados. Es decir 
que en el momento en que se agote la lista de oradores, la Mesa debe poner a consideración los dos proyectos de ley que se han 
presentado hasta ahora, es decir, por parte del señor Senador Michelini, con algunas correcciones, y por la bancada del Frente 
Amplio-Encuentro Progresista. 


En el día de hoy estábamos convocados para definir el tema según manifestaciones expresas de los representantes de todas las 
bancadas políticas en sesiones anteriores. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Antes que nada, debo manifestar que no nos oponemos a una discusión sobre el futuro de ANTEL y 
de las empresas públicas. Creemos que es bueno -en definitiva, es nuestra tarea como parlamentarios y Legisladores- encarar 
estos temas que, indiscutiblemente, están en la agenda política, y por algo se ha constituido una Comisión Especial en el Senado 
de la República. Por lo tanto, entiendo que debemos destinar todo el tiempo que los sectores y los consensos políticos 
parlamentarios así lo entiendan, con la finalidad de discutir y analizar estos puntos con el mayor respeto hacia todas las fuerzas 
políticas representadas en el Parlamento. 


Desde nuestro sector político estamos dispuestos a votar el proyecto de ley presentado por el señor Senador Michelini porque 
creemos que apunta a fortalecer a ANTEL y está en la misma línea política que venimos sosteniendo desde 1992, en cuanto a que 
la telefonía básica debe mantenerse en manos del Estado. Creemos que la señal política es muy clara en cuanto a que ANTEL no 
se vende. Esa es la primera definición política que queda clara en este proyecto de ley, así como que, en cuanto al tema de la 
telefonía celular, se requerirá la aprobación parlamentaria correspondiente conforme a las disposiciones de la Constitución de la 
República. 


En ese sentido vamos a apoyar este proyecto de ley, porque creemos que tiende a fortalecer a ANTEL en manos del Estado, como 
empresa pública. Insisto en que como sector político estamos dispuestos a participar en todos los debates y en las discusiones 
parlamentarias que se crean convenientes y necesarias; pero también -y en eso coincidimos plenamente con el señor Senador 
Atchugarry- creemos que más allá de estas posturas, debemos ir tomando decisiones políticas, es decir, posturas firmes y 
concretas ante los distintos proyectos. Estamos totalmente abiertos a la discusión y a considerar otras propuestas que sean 
mejores, o a que nos convenzan que lo sean para el país. 


SEÑORA ARISMENDI!.- Quisiera que el señor Senador Correa Freitas me explicara cuál es la diferencia entre el artículo 188 de la 
Constitución, que dice: "Para que la ley pueda admitir capitales privados en la constitución o ampliación del patrimonio de los Entes 
Autónomos o de los Servicios Descentralizados, así como para reglamentar" -creo que el señor Senador conoce de memoria esta 
disposición-, y lo que establece el artículo en consideración, que establece: "La admisión de capitales privados o la venta de 
acciones en la prestación del servicio de telefonía celular terrestre" -se sacó lo de la transmisión electrónica de datos, hecho que no 
es menor-, necesita la autorización previa del Poder Legislativo. No logro comprender esto porque en el artículo 188 se dice que se 
requerirá tal mayoría del Poder Legislativo, o sea que se habla expresamente de esta condición. 


Más adelante, se establece que se autorizará en cada caso la participación, etcétera, y esa es otra historia que parte de la base de 
la época en que el Estado quería ayudar y absorber empresas o cooperativas privadas. Es decir que tiene una historia peculiar que 


no se refiere tan directamente a lo que estamos considerando ahora. Pero el hecho concreto es que aquí dice que lo que se precisa 
es una ley, y creo que los que están sobrando son los artículos 612 y 613. 


A la picardía retórica del señor Senador Atchugarry, quisiera contestar que si se deroga el artículo 613, ANTEL no queda sin Carta 
Orgánica, porque al derogarse las modificaciones, queda vigente la actual. 


SEÑOR BRAUSE.- De ninguna manera. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Reconozco que no entiendo hacia qué apunta la pregunta de la señora Senadora Arismendi, pero 
voy a tratar de esbozar una interpretación. 


En primer lugar, lo que la Constitución de la República dice es que: "Para que la ley pueda admitir capitales privados en la 
constitución o ampliación del patrimonio de los Entes Autónomos o de los Servicios Descentralizados, así como para reglamentar la 
intervención que en tales casos pueda corresponder a los respectivos accionistas en los Directorios, se requerirán los tres quintos 
de votos del total de los componentes de cada Cámara". Esa es una primera hipótesis que prevé el artículo 188 que, insisto, refiere 
a la admisión de capitales privados en la constitución o ampliación del patrimonio de los Entes Autónomos. 


Por otro lado, la segunda hipótesis que prevé la Constitución de la República es que el Estado pueda "participar en actividades 
industriales, agropecuarias o comerciales de empresas formadas por aportes obreros, cooperativos o capitales privados". 


Quiere decir que, en la primera hipótesis del artículo 188 de la Constitución de la República, estamos hablando de la admisión de 
capitales privados para ampliar la operativa o el patrimonio de los Entes Autónomos y de los Servicios Descentralizados, en 
cambio, la segunda hipótesis que prevé el mismo artículo en sus incisos tercero y cuarto, se refiere a una situación diferente, que 
es la de cuando el Estado pasa a participar en empresas privadas. 


Reitero que esas son las dos hipótesis que prevé el artículo 188. 


Por su parte, el proyecto de ley presentado por el señor Senador Michelini, claramente está referido a la hipótesis de "La admisión 
de capitales privados o la venta de acciones en la prestación del servicio de telefonía celular terrestre de la Administración Nacional 
de Telecomunicaciones (ANTEL), conforme a los artículos 612 y 613 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001", para lo cual 
se "requerirá autorización previa del Poder Legislativo mediante ley dictada al efecto conforme a lo dispuesto en el artículo 188 de 
la Constitución de la República". 


SEÑOR MICHELINI.- Quizás, señor Presidente, de esta forma, por lo menos, estamos intercambiando algunas ideas. Esta 
discusión se puede tomar en el sentido de si derogamos los artículos 612 y 613, de si estamos hablando de que la redacción es lo 
suficientemente exigente para el tema que estamos analizando, o de si como humildemente lo encaro, en lo que me es personal yo 
no quiero que se venda ANCEL. Si algún día se va a vender, en todo caso, entiendo que sería necesaria una discusión profunda en 
el Parlamento. A su vez, si los artículos 612 y 613 refieren a otras materias, también aspiro a que en algún momento sean incluidas. 
De todos modos, creo que no hay comparación de otras materias con lo que es la telefonía celular. 


Entonces, si de esta sesión nos vamos con una mayoría que aprueba un texto que, para la venta de ANCEL o de la telefonía celular 
que ANTEL pueda generar en el futuro, establece que se necesita una ley, creo que es un paso importantísimo. 


Se puede quitar lo del artículo 188 de la Constitución de la República, porque si eso ya está contenido, para qué lo vamos a 
reiterar. No obstante, en mi opinión, hay que reafirmarlo, y fue con ese espíritu que se incluyó en la redacción inicial que, por cierto, 
no es de quien habla sino que surgió luego de varias consultas, en las que algunos señores Senadores trasmitieron la idea de que 
sería muy bueno incluir esa expresión que hace referencia al artículo 188. 


En consecuencia, si este proyecto de ley se va a ver en función de su redacción, seguramente quienes plantean algunas 
observaciones tengan razón. Por el contrario, si este proyecto de ley se va a analizar desde el punto de vista de que ANCEL o la 
telefonía celular de ANTEL, si se quiere vender, necesita una discusión o una autorización parlamentaria, notoriamente es así, aun 
cuando haya otras cosas que hacer, y aunque esta situación hoy sea imperfecta y queramos que se discuta todo el tema de las 
telecomunicaciones. Estoy de acuerdo, pero lo cierto es que despejamos una incógnita muy importante: hasta hoy el Estado 
uruguayo podía vender un porcentaje de ANCEL, en cambio si se hace un trámite parlamentario y se aprueba esta norma, ya sea 
en lo que respecta a la telefonía celular o a ANTEL, no se puede vender porque para ello se necesitará autorización parlamentaria. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Continuando con el razonamiento y la exposición que estamos haciendo, debo destacar dos cosas 
que me parecen importantes. 


En primer lugar, me parece relevante que se mantenga la vigencia de los artículos 612 y 613 de la Ley de Presupuesto N* 17.296. 
¿Por qué? En primer término, en el caso del artículo 613, refiere nada menos que a la modificación de la Carta Orgánica de ANTEL 
y, si se deroga ese artículo, no se revive la disposición anterior. Quiere decir que dejaríamos a ANTEL sin Carta Orgánica por lo 
cual, inmediata o simultáneamente, tendríamos que sancionar una nueva ley modificando o aprobando las normas anteriores; pero 
de ninguna manera el hecho de que se derogue el artículo 613 de la Ley de Presupuesto hace revivir las normas legales anteriores 
sobre la Carta Orgánica de ANTEL. 


SEÑOR BRAUSE.- Apoyado. 


SEÑOR CORREA FREITAS..- Otro tema que me parece importante se relaciona con el artículo 612 de la Ley de Presupuesto. Este 
artículo dice que se autoriza a constituir una sociedad anónima en la cual se admite la comercialización de hasta el 40% del 
paquete accionario, o sea, se permite vender ese porcentaje. ¿Qué es lo que dice el proyecto de ley presentado por el señor 
Senador Michelini? Expresa que para vender ese 40% se necesita una ley. Por nuestra parte, creemos que ambos son 
complementarios y, en definitiva, la iniciativa del señor Senador Michelini zanja una discusión o una duda que se podía generar. En 
síntesis, pensamos que reafirma la buena tesis que prevé el artículo 188 de la Constitución de la República. 


En consecuencia, señor Presidente, estamos dispuestos a votar este proyecto de ley presentado por el señor Senador Michelini en 
el entendido de que, por un lado, reafirma nuestra posición tradicional en el sentido de mantener a ANTEL como empresa pública 
del Estado y, por otro, asegura la transparencia de la gestión pública. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR RUBIO.- A los efectos, no de la discusión de fondo, sino de la claridad sobre esta propuesta, quería formular a los autores - 
porque no sé si es uno o varios los que la propusieron- algunas precisiones. 


En primer lugar, de acuerdo con lo que se propone, se mantiene la autorización dada en el primer inciso del artículo 612, o sea, que 
ANTEL estaría facultada a constituir una sociedad anónima por acciones con relación a ANCEL. Este es el primer tema que me 
gustaría que quedara claro a los efectos de saber qué estamos discutiendo. 


Por otro lado, me gustaría saber si, en realidad, la admisión de capital privado en el artículo propuesto esta referida a la modalidad 
de la venta de acciones o a toda admisión de capital privado. Digo esto, porque acá se expresa "la admisión de capitales privados o 
la venta de acciones". En los hechos, la venta de acciones es una modalidad posible para instrumentar la admisión de capitales 
privados. En mi opinión, el concepto de admisión de capital privado, al que se refiere la primera parte o la primera hipótesis del 
artículo 188 de la Constitución -según señalaba el señor Senador Correa Freitas- es más general. Por este motivo, quisiera que me 
aclararan estos aspectos. En realidad, no hay un servicio de telefonía celular de ANTEL; hay un servicio de telefonía celular 
terrestre prestado por ANTEL y también por otros, porque de acuerdo con la reforma de la Carta Orgánica la exclusividad en la 
prestación de servicios rige sólo para la telefonía básica y aquí hay varios operadores. Entonces, si hay varios operadores, 
pregunto lo siguiente. La eventualidad de asociaciones -que sería la segunda hipótesis del señor Senador Correa Freitas, del 
artículo 188- en el servicio de telefonía celular, por ejemplo, de tercera generación, que hoy no se está realizando, ¿requeriría ley? 
O sea que si estuviera dentro de la segunda parte del artículo 188, requeriría ley, pero el alcance que se le da a este artículo 
propuesto en la Comisión podría ser diferente. Me parece interpretar que no es lo que dice el texto porque este se refiere a la 
admisión de capitales privados o la venta de acciones en la prestación del servicio de telefonía celular terrestre de ANTEL. Hoy 
ANTEL presta un servicio pero también lo prestan otros operadores y, sin duda, en el futuro habrán nuevos desarrollos en otros 
campos de la telefonía celular terrestre. Entonces, ¿cuál es la situación de los nuevos desarrollos en los que participe ANTEL? 


SEÑOR MICHELINI.- El artículo dice lo que está redactado y lo que hemos fundamentado, independientemente de que se pueda 
mejorar su redacción. En ese sentido, bienvenidas sean las propuestas. 


Los artículos 612 y 613 rigen y lo único que logra este artículo -para mí muy importante- es que se necesita ley para vender las 
acciones o admitir capital. Por lo tanto, la constitución de la sociedad de acciones de ANCEL puede ser llevada a cabo por ANTEL 
si lo cree conveniente, es decir que es una potestad y no una obligación. Lo que no puede hacer es vender las acciones y por eso 
se puso "o la venta de acciones", porque puede ocurrir que una vez constituida la sociedad quisieran vender las acciones. 


Por otro lado, en lo que tiene que ver con la telefonía celular terrestre -en esta definición que se hace en el artículo 613- toda 
admisión de capitales privados necesita ley, de acuerdo con el artículo 188, independientemente de su desarrollo actual o futuro. 
Otras cosas como la transmisión de datos -que aspiro a incorporarla en algún momento- notoriamente no necesita ley, pero todo lo 
que tiene que ver con telefonía celular sí. En ese sentido, no tengo ningún problema en poner "telefonía celular terrestre prestada 
por la Administración Nacional de Telecomunicaciones" en lugar de "telefonía celular terrestre de la Administración". Todo lo que 
sea corrección de la redacción para lograr el objetivo que estamos expresando, bienvenido sea. Esto se puede hacer ahora o, 
incluso, hasta en el último minuto antes de votarse en Sala. 


SEÑOR RUBIO.- De acuerdo con lo que dice el señor Senador Michelini, la necesidad de la ley estaría referida al servicio de 
telefonía celular que presta o que pueda prestar la Administración Nacional de Telecomunicaciones, pero esto no surge con claridad 
del texto. 


SEÑORA ARISMENDI.- Según el señor Senador Michelini, con este proyecto, para la venta de acciones o la admisión de capitales 
privados se precisa ley. Eso ya lo dice la Constitución. Incluso, se puede decir que el artículo 612 fue el que permitió la venta de 
esas acciones. Entonces, es medio absurdo que digamos que esa ley que permitió la venta, precisa otra ley para que se ejecute. 
Entonces, ¿por qué no derogamos el artículo 612?. Parecería de Perogrullo. 


SEÑOR MICHELINI.- Si hubiera votos para derogar el artículo 612, lo derogamos, pero no los hay. Además, este artículo dice 
varias cosas. Una de ellas es que la telefonía celular terrestre se puede convertir en acciones y vender hasta el 40% de ellas. Lo 
que está haciendo este artículo es retirar esa autorización de venta de acciones, pero no prohíbe que se pueda constituir ANCEL en 
una sociedad de acciones. Ahora, para venderla tendrá que tener una autorización del Poder Legislativo. Algunos señores 
Senadores pueden entender que eso no da todas las garantías, pero lo cierto es que el artículo 612 no se refiere sólo a la 
autorización de la venta de ANCEL. Este proyecto lo que hace es quitar la autorización al Poder Ejecutivo y a ANTEL de hacerlo 
ante sí y por sí, teniendo que hacerlo a través de una autorización parlamentaria. Eso es bien entendible. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que este es el momento oportuno para tratar de aclarar las dudas que plantea el señor Senador 
Rubio, y me voy a permitir dar una visión personal de la nueva lógica que surgiría en caso de que se aprobara el artículo que 
estamos discutiendo. 


Yo entiendo que el artículo nuevo no modifica los artículos 612 y 613 sino que, por el contrario, lo que agrega es una exigencia 
adicional a lo que ya establecían esos artículos. El artículo 613 establece como cometidos de la Administración Nacional de 
Telecomunicaciones -numeral 2) del artículo 4*-, "Previa autorización expresa del Poder Ejecutivo y por resolución unánime del 
Directorio, participar en sociedades o consorcios de capital público o privado, radicados en el país o en el exterior, que tengan por 
objeto la prestación de servicios de telecomunicaciones. Se exceptúa del objeto de las sociedades o consorcios mencionados 
precedentemente la prestación del servicio público de telefonía básica en el territorio de la República previsto en el artículo 5". 


Es decir que de todas esas posibilidades de conformación de sociedades o consorcios queda exceptuada la telefonía básica, según 
el artículo 5%, en donde por vez primera en nuestro Derecho se define el alcance de la telefonía básica y, como consecuencia de 


ello, se define el alcance del monopolio que tiene ANTEL. Quiere decir que en principio la telefonía celular no estaba dentro de las 
excepciones y se podía recorrer el camino de la asociación simplemente con una autorización del Poder Ejecutivo. 


En el artículo 612 se establece la forma en que se va a constituir jurídicamente el servicio de telefonía celular terrestre, el cual será 
una sociedad anónima por acciones, y ahora se agrega que para proceder a la comercialización de una parte del paquete 
accionario o cualquier forma de sociedad que se lleve a cabo en el futuro con todo lo que tiene que ver con ANCEL, además de la 
autorización del Poder Ejecutivo requerirá nuevamente la autorización de la ley, que estaba dada por el artículo 612, pero que se 
deja en suspenso con la aprobación de esta disposición. Creo que esta es la lectura correcta que haríamos de ahora en adelante 
respecto a ANCEL y por supuesto a toda la evolución que ANCEL pueda tener en el futuro. Hoy presta servicios de segunda 
generación a través de la banda 1.900 y mañana podrá prestar servicios de tercera generación, a través de la banda 2.100. Todas 
esas evoluciones estarán comprendidas en lo que se establece en este proyecto de ley. 


No ocurre lo mismo con la otra empresa, Abiatar S.A., que presta servicios de tecnología celular, que se regulan por un contrato 
que se constituyó hace unos cuantos años y cuyo vencimiento, si no me equivoco, es en el año 2011. La referida empresa tiene 
asignado un permiso para operar en una determinada frecuencia, salvo que participe -esto fue lo que discutimos el día en que 
estuvieron aquí presentes las autoridades de la unidad reguladora- de la subasta del mes de noviembre y resulte la adjudicataria de 
un espacio en la frecuencia de 1.900 ó 2.100, desvinculándose probablemente de su contrato y pasando a operar de manera 
independiente. Nosotros podemos regular o limitar la capacidad de asociación de una empresa que no es estatal. Creo que ese es 
el alcance que le estamos dando a este tema con el proyecto que estamos tratando. 


SEÑOR ASTOR!I.- A esta altura creo que tengo que dar por rechazada mi propuesta de discutir previamente la derogación de los 
artículos 612 y 613 -a lo que por supuesto tiene derecho la Comisión- y también tengo que dar por aceptado el planteo de debatir el 
futuro de ANTEL. 


No voy a realizar una larga exposición ni mucho menos porque varios de estos aspectos ya han sido expresados, pero quiero 
repasar brevemente algunos, como fundamento de ciertas afirmaciones que quiero hacer a propósito del artículo que ahora 
estamos discutiendo y que ha sido presentado por varios señores Senadores y modificado posteriormente. Dicha disposición lleva 
la firma del señor Senador Michelini y se ha transformado en el foco de atención de esta discusión. 


A través de este proyecto parecería que estamos tratando el futuro de ANTEL. Sinceramente, no creo que sea la mejor manera de 
hacerlo, pero ya que la Comisión decidió seguir este camino por la vía de los hechos, por supuesto que también yo me sumo a él. 


Quiero comenzar por decir brevemente que no comparto la tesis de que por el hecho de que esta Comisión decida no discutir 
primero la derogación de los artículos 612 y 613, lo haga en salvaguarda de la vigencia de la Carta Orgánica de ANTEL. Estamos 
en una Comisión del Senado, no sancionando ninguna derogación sino adoptando un método de trabajo, que no es lo mismo que 
dejar a ANTEL sin Carta Orgánica. En todo caso, me limito simplemente a hacer un comentario al respecto. No creo que por el 
hecho de que esta Comisión hubiera decidido votar primero la derogación -se dice que no hay votos, aunque todavía no lo hemos 
visto- ANTEL quedara sin Carta Orgánica. Sinceramente, no coincido con que el método de una Comisión deje a un Ente en un 
vacío jurídico. Simplemente, sería un método de una Comisión y nada más. 


Señor Presidente: nosotros habíamos señalado antes -lo han hecho diversos integrantes de esta bancada en una cantidad muy 
numerosa de oportunidades, razón por la cual no se trata de una afirmación personal sino colectiva- que creemos en la 
transformación de las empresas públicas del Uruguay. Es más, nos parece que en su inmensa mayoría han tenido una trayectoria 
llena de problemas. Estos problemas han quedado mucho más en evidencia en los últimos tiempos cuando la necesidad de 
algunos cambios en el mundo, y en particular el avance de la tecnología, ha desnudado una cantidad muy importante de carencias, 
de vacíos y de errores que hoy es necesario corregir a esa misma velocidad. Por consiguiente, se han hecho aún más evidentes 
para nosotros. 


Quiero señalar que sería imposible discutir este tema en general. Creo que como la Comisión ya lo tiene sobre la mesa, es preciso 
abordar cada caso en particular. Nuestras empresas son muy distintas entre sí. No son muchas las importantes, pero son muy 
diferentes e incluso en su interior tienen también realidades diversas. Estamos discutiendo el futuro de una empresa con una 
enorme variedad de situaciones muy complicadas, complejas y diversas, donde la elección de los mejores caminos requiere de 
gran versatilidad y ductilidad, y las soluciones no necesariamente tienen que ser homogéneas. 


Se ha hablado mucho de que nuestras empresas públicas tienen que estar planteadas para competir. Comparto esa afirmación. 
Incluso se llegó a decir -creo que estoy de acuerdo también con ese pensamiento- que la vieja polémica entre sector público y 
privado, ha sido sustituida por una nueva: monopolio y competencia. Me parece que es correcto plantear el problema en estos 
términos. Inclusive, en algunos casos como el de las telecomunicaciones, ha sido el progreso tecnológico el que se ha encargado 
de derribar monopolios, como es notorio en muchas actividades involucradas en este ámbito. La pregunta es -y la dejo planteada 
como una síntesis total- si nosotros políticamente -aquí se está haciendo política y cuando tomamos decisiones también lo 
hacemos- estamos preparando nuestra empresa para competir. Creo que no sólo no lo estamos haciendo, sino que la estamos 
perjudicando en esta trayectoria hacia ámbitos de competencia. 


Sería ocioso repetir lo que tantas veces hemos discutido, es decir, la utilización fiscal de las empresas de mala manera, procurando 
extraerles recursos por todas las vías imaginables, el cobro de los aportes jubilatorios patronales que están pagando, impuestos 
absurdos como el que grava la compra de moneda extranjera, además del uso clientelístico que se ha hecho y se sigue haciendo 
de ellas. No hay oportunidad de generar favores políticos que se pierdan. Debo reconocer que esto viene disminuyendo en los 
últimos años, pero sigue vigente y con una fuerza aún incompatible con la competencia. 


Se trata de preocupaciones que el país tendrá que agendar. Pienso que ese tema no se resuelve con decisiones que se tomen 
aquí; no se define votando proyectos como el que tenemos sobre la mesa, sino con la construcción de toda una cultura diferente 
con respecto al tratamiento de esta y de otras empresas públicas. Sin embargo, quiero anotarlo en el día de hoy porque, por más 
que nosotros encontremos aquí el mejor camino para las empresas públicas, aunque logremos la mejor trayectoria, si estos temas 


siguen vigentes nunca los podremos solucionar. Por todo esto entendía que, por lo menos, debía dejar anotada esta preocupación 
una vez más. 


En el caso de ANTEL y de las cuatro grandes empresas públicas que tiene este país -además de ANTEL son ANCAP, UTE y el 
Banco de la República, y lo digo sin ánimo de ignorar la importancia de otras-, es fundamental defender el patrimonio público, por 
diversas razones, ya que no todas las empresas son iguales. ¿Qué queremos decir con esto? Como base de las transformaciones 
que tendremos que realizar en el futuro, que son muchas, debemos consolidar lo que el país ha conquistado con tanto sacrificio y lo 
que le ha dado tanta solidez que puede ser utilizado permanentemente como fuente de recursos fiscales, al punto de que estamos 
ante una empresa que es una mina de oro, aunque a costa del costo de los usuarios. ¿Por qué puede ser usada de esa manera, en 
términos de exceso fiscal total que nadie discute a esta altura en el país? Por la solidez de su patrimonio y de la empresa, por su 
fuerza y su capacidad de absorción tecnológica. 


SEÑOR HEBER.- Es un monopolio. 


SEÑOR ASTORI.- Es un monopolio que, de hecho, ya no existe; incluso, en materia de telefonía celular hemos tenido un 
"duopolio", es decir, más de una empresa y ANTEL ha trabajado con éxito relativo en ese ámbito. A pesar de todas las 
perforaciones habidas y por haber de su monopolio, ANTEL sigue teniendo fuerza gracias a la tecnología actual, y persiste porque 
es una empresa sólida con gran capacidad de absorción tecnológica. Eso es lo que le permite seguir actuando con fuerza, aun en 
este mundo en que recibe todo tipo, no de amenazas, pero sí de presencias ajenas que le exigen trabajar cada vez mejor. 
Personalmente, eso lo denominaría un patrimonio público de carácter estratégico y, para que no suene a hueco, diré que entiendo 
como tal aquél que tiene una importancia sobre la sociedad que trasciende las fronteras de la empresa en cuestión. 


Desde el punto de vista tecnológico, ANTEL es una empresa muy importante para toda la economía uruguaya y no sólo para las 
telecomunicaciones. Es importante, por ejemplo, para el agro, entre otras cosas porque ha permitido usar métodos de predicción 
climática sobre la base de avances tecnológicos que no se hubieran podido lograr en otras circunstancias y condiciones. Asimismo, 
es importantísima para el desarrollo de la informática en el país y para que el Uruguay tenga tecnología nacional. El Uruguay fue el 
primer país de América del Sur en generar y exportar tecnología nacional en esta materia; actualmente, se han sumado otros a esta 
trayectoria, pero el primero fue el Uruguay, y ANTEL fue protagonista fundamental de este enorme privilegio que tuvo el país, y que 
seguirá teniendo en el futuro si apoyamos este patrimonio público. 


He hecho este prolegómeno muy breve para sacar una conclusión igualmente breve. Creo que la mejor manera de encarar el futuro 
de ANTEL es prepararla para que compita y se asocie -por razones que voy a señalar- sobre la base del patrimonio público ya 
logrado. Es notorio que en la vida económica nacional e internacional, cuando se intenta un camino que involucrará a otros actores 
en el futuro, mejor le irá a quien emprenda dicho camino si lo hace con una base sólida, y ANTEL la tiene. 


Por lo tanto, nos preguntamos: ¿ANTEL tiene que seguir sola en el futuro? Creemos que no y, de hecho, hemos discutido en 
nuestra fuerza política y acordado que, para encarar una serie de nuevos emprendimientos que se abren en el horizonte a partir del 
progreso tecnológico, es conveniente que ANTEL se asocie, entre otras cosas, porque no podrá luchar en el terreno económico de 
igual a igual con grandes firmas transnacionales que, de proponérselo, simplemente la barrerían del mercado. Al encontrarse ante 
un adversario o rival tan poderoso, la táctica más inteligente es asociarse con él, en la medida de lo posible, sobre la base del 
patrimonio sólido conquistado hasta ahora. 


Por eso, en primer lugar nos oponemos a enajenar total o parcialmente ese patrimonio, ya que consideramos que esa es la base de 
sustentación hacia el futuro; y, en segundo término, no podemos admitir un proyecto de este tipo porque no habla de asociaciones 
sino de admisiones de capitales privados en ANTEL, a través de las cuales -las preguntas planteadas por el señor Senador Rubio y 
aún más las respuestas que recibía lo aclaraban absolutamente- se seguirían trayectorias diferentes a aquellas que nosotros 
entendemos más convenientes. 


Por más que este proyecto establezca la garantía de la doble ley -una ya existe y ahora se agrega otra- y que aluda a un antiguo 
artículo 188 de la Constitución de la República, éste fue hecho para otras circunstancias y, por lo tanto, es de uso peligroso en las 
actuales, ya que para nada refiere a la asociación de ANTEL con otras empresas a partir de nuevos emprendimientos. Esta es una 
figura distinta, no prevista en ese artículo 188 de la Constitución, que dice: "Para que la ley pueda admitir capitales privados en la 
constitución o ampliación del patrimonio de los Entes Autónomos", etcétera. Vemos que no habla de una asociación sino del 
ingreso de capitales privados a una empresa -en este caso, a ANTEL- para desnacionalizarla parcialmente -es una posibilidad que 
ya fue rechazada en 1992- o para ampliar el patrimonio de la empresa que ya existe. Sin embargo, aquí no se habla en absoluto de 
que ANTEL se asocie con otra empresa, y el inciso correspondiente del artículo 188 no lo prevé. 


En el inciso tercero, el artículo 188 señala: "El Estado podrá, asimismo, participar en actividades industriales, agropecuarias o 
comerciales, de empresas formadas por aportes obreros, cooperativos o capitales privados". Esta redacción fue hecha en una 
situación muy crítica del país -sus autores fueron el actual Presidente de la República y el entonces Representante Rodney 
Arismendi- para prever que el Estado salvara empresas al borde de la fundición o de la quiebra; por eso es tan peculiar. En ese 
momento se estaba pensando en situaciones concretas, y de ello hace 35 años. Era un momento muy difícil, en que había 
quebrado el Banco Transatlántico, generando una quiebra bancaria generalizada que arrastró a cantidad de empresas. Por eso, la 
propia Constitución, a instancias del entonces Representante Arismendi, previó este inciso. 


He hecho esta brevísima historia, no sólo por conocerla, sino para demostrar que nos encontramos en un mundo diferente y 
hablando de cosas distintas. Por eso este inciso, y este proyecto de ley que refiere a él, no prevén la figura de la asociación con 
otros emprendimientos y organizaciones que permitan a nuestra firma ANTEL encarar actividades diferentes que se presenten en el 
futuro, lo que entendemos que sí debe ocurrir y debe ser tratado por este Parlamento, porque ese es el camino que nos parece 
más conveniente para ANTEL. Nos da la impresión de que el contenido de este proyecto no se ajusta a ese camino distinto, y es 
por estas razones, así como por las que expuse previamente, que no podemos votarlo. 


Vuelvo al principio: nos parecía mejor derogar los artículos 612 y 613, y discutir caminos alternativos, que no son los de esas 
disposiciones ni tampoco éste, que admito como posible, sin duda, pero que no es, a nuestro juicio, el más conveniente para el 
Uruguay ni para la empresa ANTEL. Este es el tipo de discusión que nos parece más pertinente en estas circunstancias. 


Dejo por aquí, señor Presidente, a los efectos de no extenderme demasiado y permitir que otros integrantes de la Comisión puedan 
tener la oportunidad de expresarse. 


SEÑOR BRAUSE.- Señor Presidente: bienvenida la discusión a propósito de las empresas públicas del país, que habrá de 
desarrollarse, naturalmente, en el plano político, porque somos un cuerpo político, y es en ese terreno donde las expresiones tienen 
valor. Por supuesto, también nosotros tendremos oportunidad de manifestar nuestro punto de vista político a propósito del tema que 
hoy nos ha convocado, luego de escuchar las opiniones de todos los señores Legisladores. Decimos esto, además, en el ánimo de 
tener nuestro espíritu abierto y de ser persuadidos y, en la medida de lo posible, persuadir, como bien señalaba el señor Senador 
Atchugarry. 


Pero entiendo que previamente a ingresar a la discusión política, hay que despejar algunas cuestiones desde el punto de vista 
jurídico, la mayoría de las cuales, a mi entender, han sido aclaradas por el señor Senador Correa Freitas, opinión a la que adhiero, 
tanto en lo que concierne a la interpretación sobre el alcance del artículo 188 de la Constitución de la República, como también en 
cuanto a que, de derogarse el artículo 613 de la Ley de Presupuesto, dejaríamos sin contenido a buena parte de la Carta Orgánica 
de ANTEL porque, como decía el señor Senador Correa Freitas, la derogación de este artículo no tiene como consecuencia que 
renazcan o revivan los artículos derogados, que lo están definitivamente, salvo que una ley les dé nueva vigencia. 


Ahora bien; hay un aspecto puntual que también fue señalado y sobre el cual deseo hacer una manifestación expresa, por cuanto 
no quiero que mi silencio pueda interpretarse en el sentido de que, callando, estoy otorgando determinadas afirmaciones. Por 
ejemplo, con motivo de la interpelación al señor Ministro de Transporte y Obras Públicas, se ha sostenido que como no se hizo 
ninguna manifestación sobre la legalidad del artículo 20 de la primera Ley de Urgencia, se estaría dando la razón a quienes la 
criticaban, o estaríamos manifestando ignorancia. En realidad, ese silencio obedeció a que la legalidad de la actuación de la 
Administración no fue discutida, y entonces no había por qué traer a la discusión ningún tipo de aclaraciones o interpretaciones. 


El aspecto específico al que quiero referirme tiene relación con el artículo 216 de la Constitución, que dice: "No se incluirá en los 
presupuestos ni en las leyes de Rendición de Cuentas, disposiciones cuya vigencia exceda la del mandato de Gobierno ni aquellas 
que no se refieran exclusivamente a su interpretación o ejecución". 


Esta es una vieja discusión, señor Presidente, que en su momento contó con diversas bibliotecas, pero que en nuestro país ya ha 
sido zanjada por una consecuente interpretación de la Suprema Corte de Justicia, con diversas integraciones, por lo que diría que 
el máximo órgano que interpreta la Constitución ya tiene posición definitivamente tomada. La Suprema Corte de Justicia parte de la 
base de que la Ley de Presupuesto es una ley formal desde el punto de vista general, y que la limitación constitucional refiere 
exclusivamente a aquellas normas que alcanzan a los gastos y a los recursos. Las otras normas contenidas en las leyes de 
Presupuesto y de Rendición de Cuentas que no refieran concretamente a gastos y recursos, pueden exceder el término del 
Gobierno en el cual fueron dictadas sin que por ello sean inconstitucionales. Reitero que esta interpretación -a la que adhiero, por 
supuesto- ha sido reiteradamente expuesta por la Suprema Corte de Justicia y está consolidada en el ambiente jurídico. 


Queríamos despejar este cuestionamiento jurídico para ingresar definitivamente al análisis político de los temas que tiene a estudio 
esta Comisión, a lo que en su momento habremos de referirnos. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Teniendo en cuenta lo manifestado en Sala, debemos hacer varias reflexiones. 


En primer lugar, cuando me referí a que la derogación del artículo 613 supone dejar sin Carta Orgánica a ANTEL, no estaba 
haciendo alusión al trabajo de la Comisión, sino concretamente -y eso consta en la versión taquigráfica- a las expresiones 
formuladas en Sala por la señora Senadora Arismendi en el sentido de que no había ningún inconveniente en derogar dicha 
disposición y que de esa forma reviviría la Carta Orgánica de ANTEL, extremo que no comparto. Es decir que mi razonamiento no 
estuvo referido al trabajo de la Comisión, sino a las manifestaciones de la señora Senadora Arismendi. 


SEÑOR ASTORI.- Como fui yo quien habló de métodos de trabajo, quiero aclarar al señor Senador Correa Freitas que tampoco me 
referí a su exposición, sino a la propuesta original del señor Senador Atchugarry, quien manifestó que no podíamos discutir esto 
porque dejaríamos sin Carta Orgánica a ANTEL. En lo personal, no creo que porque esta Comisión empiece por discutir el otro 
proyecto, deje sin Carta Orgánica a ANTEL. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Agradezco la precisión del señor Senador Astori, pero me parecía importante dejar esta constancia. 


En segundo lugar, veo que vamos a entrar en un interesante debate constitucional a propósito del artículo 188. He escuchado con 
mucha atención el razonamiento que, con su claridad e inteligencia habitual, nos ha hecho el señor Senador Astori. Y, si no 
interpreto mal, nos decía que la eventual asociación de ANTEL con capitales privados quedaría fuera de la hipótesis del artículo 
188. 


SEÑOR ASTORI.- Con capitales privados o públicos; con otras empresas nacionales o extranjeras. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Exacto. Personalmente, creo que esto está comprendido dentro de lo que establecen los incisos 
tercero y cuarto del artículo 188 de la Constitución. ¿Por qué? Porque más allá de la intención de quienes redactaron el texto, los 
entonces Representantes Nacionales Rodney Arismendi y Jorge Batlle -por suerte, a veces los textos son más sabios que la 
intención de quienes los redactan-, debemos tener en cuenta la hipótesis que prevé este inciso tercero del artículo 188. Allí se dice 
que el Estado podrá participar en actividades industriales, agropecuarias y comerciales, por lo que otorga una enorme amplitud. A 
continuación, incluye también a empresas formadas por aportes obreros, cooperativos o capitales privados. Quiere decir que no 
sólo se trata de aquellas empresas privadas formadas por aportes obreros o cooperativos; no es solamente la hipótesis que 
pudieron prever quienes redactaron esta norma, en el sentido de que el Estado fuera a salvar empresas formadas por aportes 
obreros o cooperativos, sino que se hace referencia expresamente -quizás no fue esa la intención, pero figura en el texto, y eso es 
lo único que nos debe importar al momento de interpretar- a capitales privados, no distinguiéndose si son de carácter nacional o 
extranjero. 


En consecuencia, creo que la hipótesis de la asociación de ANTEL con otras empresas, públicas o privadas, nacionales o 
extranjeras, está prevista dentro de este inciso tercero del artículo 188 de la Constitución de la República. 


SEÑOR ASTORI.- Observemos con atención que el inciso tercero establece que el Estado podrá participar en actividades que 
desarrollen capitales privados. Esa no es una asociación. Aquí se está previendo que el Estado, en este caso ANTEL, ingrese en 
una empresa que ya existe. Nuestro concepto -el que acabo de exponer- es diferente. La propuesta no es que ANTEL ingrese, por 
ejemplo, a MOVICOM Bellsouth -por mencionar una empresa cualquiera-, que es lo que está previsto acá, sino que se asocie con 
MOVICOM Bellsouth. Y lo que figura en el tercer inciso del artículo 188 para mí es un concepto diferente al de asociación, tal como 
nosotros lo vemos. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Voy a continuar con el razonamiento planteado por el señor Senador Astori y quisiera que, si fuera 
necesario, se me corrigiera, porque me parece que a través de este intercambio de ideas podremos avanzar bastante. 


Considero que en base a lo dicho, si no estoy equivocado, podríamos llegar a la conclusión de que no necesitaríamos ley, porque la 
Constitución no lo previó. Si no he entendido mal, el señor Senador Astori ha dicho que la hipótesis de una asociación de ANTEL 
con MOVICOM Bellsouth o ATT, por mencionar dos ejemplos, no estaría prevista en el inciso tercero del artículo 188. Entonces, me 
pregunto, siguiendo el razonamiento, si eso significa que al no estar prevista en esta norma constitucional, no requeriría ley previa. 


SEÑOR ASTORI.- Voy a contestar en forma muy concreta. Hay que redactar una ley especialmente dictada al efecto y, entre otras 
cosas, discutirla en esta Comisión. Pero no se trata de este proyecto, señor Senador, porque no lo prevé. Entonces, en definitiva, 
contesto que para encarar ese otro camino, que a nosotros nos parece más conveniente, hay que redactar un proyecto de ley y 
presentarlo. 


SEÑOR MICHELINI.- A mí me parece excelente la intervención del señor Senador Astori, porque clarifica y puede ser una buena 
base de discusión futura sobre todo el tema de las telecomunicaciones. 


Lo cierto aquí es que el Parlamento, a través de una ley, dio su autorización para la venta de la telefonía celular terrestre a ANTEL. 
Lo que estamos haciendo con este proyecto de ley es que la venta de la telefonía celular necesite autorización legal nuevamente. 
Si la admisión de capitales o la venta de acciones no constituyen el camino más adecuado para asociar a ANTEL en la telefonía 
celular -y es la asociación tal cual la plantea el señor Senador Astori-, de todos modos, en todos los casos se necesitará una ley, 
independientemente de mi opinión personal a favor de la conveniencia de asociar a ANTEL, en telefonía celular, con otra empresa. 
Esto deberemos verlo en su oportunidad. Lo que ahora está haciendo el Parlamento es recobrar la discusión acerca de si es bueno 
o malo el hecho de asociar en telefonía celular terrestre a ANTEL, y también las condiciones en que se realizaría esa asociación, es 
decir, si sería por admisión de capitales, venta de acciones o si se trataría de una asociación tal como ha sido planteada por el 
señor Senador Astori. Aquí hay algo que ya tiene un camino genérico, ya determinado; entonces, lo que estamos haciendo es 
establecer que para recorrer ese camino hay que solicitar nuevamente la autorización parlamentaria. El día que se quiera pedir 
dicha autorización, veremos si ese camino es aceptable o sería mejor otro, y también veremos si brindamos o no la autorización. Si 
debemos considerar el tema de las asociaciones a partir del cuidado del patrimonio, aquí existe uno vinculado a la telefonía celular, 
que se debe cuidar y que realmente hoy puede estarse poniendo en riesgo a través de la autorización existente. 


Entonces, si se quiere asociar a ANTEL a una empresa, se necesitará una ley, pero si lo que se desea es vender acciones o admitir 
capital, la ley ya existe. Así, lo que estamos haciendo es recuperar potestad parlamentaria y poner todo a fojas cero en materia de 
telefonía celular. Esa es la virtud de este artículo y de todo este proyecto de ley. 


SEÑOR ASTORI.- Debo decir que he encontrado pocos fundamentos más sólidos para derogar los artículos 612 y 613 que el que 
acaba de dar el señor Senador Michelini. Esta discusión no puede partir de fojas cero -para usar su misma expresión- sin derogar 
los artículos que están impidiendo discutir sobre las asociaciones. Entonces, deroguemos esas disposiciones, discutamos primero 
eso y veamos qué mayorías hay. Por mi parte, debo decir que todavía no las he visto. 


Propongo, pues, que votemos la derogación, veamos qué mayorías y qué minorías hay y después pasemos a discutir de fojas cero. 
Veremos entonces quiénes están de acuerdo con que ANTEL se asocie, quiénes desean que entre al Ente capital del exterior, 
quiénes quieren venderlo y quiénes quieren realizar otro tipo de modalidad empresarial. Nosotros creemos que la que hemos 
adelantado es la mejor, pero somos partidarios de procesar la discusión como metodológicamente corresponde. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Insisto en que, en definitiva, a través de esta discusión ha quedado claro, en primer lugar, que en 
cualquier hipótesis de asociación de ANTEL con capitales privados, se necesita ley. En eso estamos de acuerdo. Sin embargo, la 
discusión radica en el fundamento, en si se trata del artículo 188 o no. Por mi parte, entiendo que así es. No me han convencido los 
argumentos esgrimidos en Sala. 


SEÑOR RUBIO.- A efectos de clarificar el problema jurídico debo decir que, como hecho económico, se prevé la posibilidad de 
admitir capitales privados en el patrimonio público. Hay otra variante que es la de vender parte del patrimonio público, y una tercera 
posibilidad consiste en asociarse sobre la base de patrimonio público en terceros emprendimientos con capital público o privado, 
nacional o extranjero. Esto supone, entonces, tres opciones diferentes. 


En realidad y de acuerdo con la propuesta del señor Senador Michelini, si no entendí mal, queda vigente el numeral segundo del 
artículo 4* de la reforma de la Carta Orgánica de ANTEL, que consta en el artículo 613. Por tanto, en el caso de quedar vigente esta 
parte relativa a las asociaciones, parecería obvio que no se requiere una ley. Reitero que el artículo 613 queda vigente en su 
totalidad; entonces, si no se requiere ley, este texto da una autorización genérica que va más allá de lo que establece el artículo 
188 de la Constitución, y este es el problema, o sea, el nudo de la discusión. En consecuencia, para otros emprendimientos en 
materia de telefonía celular, creo entender que se podría usar -contraviniendo lo que establece el mencionado artículo 188 de la 
Constitución- este inciso segundo, y eso no es contradictorio con lo que establece la reforma propuesta por el señor Senador 
Michelini. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Volvemos a la discusión original en cuanto a la conveniencia o no de mantener los artículos 612 y 
613. Ante todo, hay que destacar que estos artículos constituyen una autorización legislativa; se podrá compartir o discrepar, se 
podrá estar a favor o en contra, pero lo cierto es que son una autorización legislativa. 


Por otro lado, el proyecto presentado por el señor Senador Michelini y que estamos considerando en la mañana de hoy tiende a dar 
mayores garantías exigiendo una nueva ley para el caso de que ANTEL constituya una sociedad anónima y quiera vender el 40% 


de ese capital accionario. 


Reitero que en esto consiste, concretamente, el proyecto que estamos analizando. Por supuesto que se plantea la discusión acerca 
de si es bueno o malo. Por nuestra parte, creemos que esto otorga una mayor garantía, porque ANTEL no va a poder vender el 
40% del capital accionario de la sociedad anónima que pueda constituir -a lo que la ley la habilita- si no hay una ley que lo autorice 
expresamente. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que estamos sosteniendo dos discusiones paralelas: una que fue planteada por el señor Senador Astori, 
que acepté desde el principio porque me pareció interesante el tema de las telecomunicaciones en su conjunto, y otra que es el 
artículo en concreto. 


Respecto de la primera, reitero que me parece interesante y es bienvenida, ya que es hora de que el Parlamento profundice cada 
vez más en estos asuntos, pero quisiera agregar que no estamos a fojas cero sino que, por el contrario, el Uruguay tiene, en 
particular en los últimos tiempos, una política muy definida en materia de telecomunicaciones. A su vez, rescato para el Partido 
Nacional el hecho de haber incidido notoriamente en la definición de buena parte de estas políticas con algunas contribuciones que 
hoy están demostrando el valor que han tenido. 


Debemos recordar la creación del organismo regulador que tuvo su primera iniciativa en un proyecto presentado por la Bancada de 
Senadores del Partido Nacional el 12 de julio del año pasado, que lamentablemente no prosperó, sobre todo en su discusión en la 
Comisión de Constitución y Legislación, dado que no había una predisposición de los demás sectores políticos a ingresar en ella. 
Inclusive, llegamos a solicitar que en el ámbito de la Comisión se convocara a diversos organismos, básicamente del Poder 
Ejecutivo, vinculados en forma directa a la temática de las telecomunicaciones. Sin embargo, se optó por pedir opiniones por 
escrito, que nunca llegaron. De todas formas, el proyecto había sido presentado y estaba abierto a la discusión de la Comisión 
correspondiente, donde hay integrantes de por lo menos tres de los lemas partidarios con representación parlamentaria. Más tarde 
vino en el Mensaje Complementario del Poder Ejecutivo en ocasión de discutirse el Presupuesto Nacional, se transformó en ley, y 
hoy estamos vislumbrando buena parte de los aportes que ese organismo está en condiciones de darnos. 


Por sobre todas las cosas, estamos analizando que una materia que básicamente era dirigida por el organismo que a su vez 
prestaba los servicios, ahora cuenta con otro que la regula, que está por fuera del organismo que los presta. Quiere decir que éste 
está sometido a las directivas y a las condicionantes que ha fijado y fije el organismo regulador. Se trata, entonces, de un aporte 
fundamental. 


Asimismo, hubo una segunda iniciativa cuando el Partido Nacional convocó al Ministro, a través de la Comisión de Defensa 
Nacional del Senado, para que se nos explicara en base a qué fundamentos se habían otorgado determinados permisos en las 
frecuencias de 1.900, que tienen como objetivo fundamental la prestación de servicios de telefonía celular de segunda generación, 
a fin de brindar servicios de transmisión de datos. Como consecuencia de esta reunión y de la buena voluntad del señor Ministro, 
se obtuvo lo que en su momento se definió como la "limpieza de la banda". Se revocaron todos los permisos y ahora se está en 
condiciones de proceder a la subasta, la cual seguramente se realizará en noviembre de este año. 


Por otra parte, se aprobaron en el Presupuesto las normas que hoy estamos discutiendo y, por sobre todas las cosas, hay un 
desarrollo bien interesante de las telecomunicaciones en el Uruguay, que ha modernizado al país y le ha permitido acceder a 
comunicaciones dentro de todo el territorio nacional. En alguna medida, esto desnuda alguna contradicción por parte de quienes 
hoy cuestionan, por lo menos, estos artículos, porque por un lado no tienen más que elogios hacia ANTEL y la necesidad de 
preservarla en las condiciones en que hoy se encuentra pero, por otro, de manera permanente se están haciendo hasta 
acusaciones sobre la forma en que se ha practicado el gobierno en esta materia, en el transcurso de los últimos años. Es más; 
recién el señor Senador Astori hablaba de clientelismo, cuando justamente lo que se ha intentado por todos los medios es eliminar 
esa política dentro de los organismos estatales, no solamente en cuanto a telecomunicaciones. 


Nosotros estamos dispuestos a interiorizarnos en lo que se ha planteado aquí acerca de las posibles asociaciones de ANTEL en un 
futuro. También es cierto que si lo hubiéramos hecho en ocasión del Presupuesto Nacional, cuando de forma premeditada dejamos 
afuera lo que tiene que ver con la telefonía básica, seguramente las banderas que hoy se están levantando cuando se dice que 
estamos tratando de vender ANTEL y ANCEL, se estarían esgrimiendo con más fuerza y en forma más acusadora. 
Lamentablemente no están dadas las circunstancias políticas para analizar el tema de ANTEL en lo que refiere a la telefonía 
básica; sin embargo, señalo que es lo que debería preocuparnos en mayor medida, porque se trata de la parte más débil de las 
comunicaciones en el país. Asimismo, se trata de la forma en que está estructurada ANTEL y de las pocas herramientas de que 
dispone para perfeccionarse e ingresar en un ámbito de competencia al que necesariamente deberá acceder, no como 
consecuencia de las leyes que nosotros podamos dictar, sino como producto de la evolución que está teniendo la telefonía en el 
transcurso de estos años y porque los monopolios se están derogando de hecho, dado que hoy se pueden prestar servicios de 
telecomunicaciones sin tener una base dentro de nuestro territorio. La prueba está en que ANTEL, tal como lo propone la Ley de 
Presupuesto Nacional, amplía o libera las telecomunicaciones internacionales porque, precisamente, como consecuencia de esa 
competencia, no está en condiciones de prestar servicios a los precios que necesariamente debería estar prestando. Digo esto 
porque, además, desde el año 1992 hasta hoy no se ha hecho una propuesta concreta en esta materia por parte de quienes 
pregonaron en aquel entonces la derogación parcial de la Ley de Empresas Públicas. Si queremos tener una discusión profunda 
sobre estos temas, nos gustaría que ella no fuera solamente sobre nuestras propuestas, sino también sobre las de los demás; si no 
la discusión se parcializa y no nos es ajeno que los demás hagan propuestas o no. En este caso concreto, si el proyecto que está 
en discusión y tenemos intención de aprobar en el transcurso de esta sesión, se pudiera titular, el gran título que se merece es el 
de ANCEL y ANTEL no se venden. 


Esto está hecho premeditadamente, y lo digo porque la campaña que se ha lanzado con el referéndum para derogar los artículos 
612 y 613, más allá de la legitimidad intrínseca que tiene ese recurso en tanto se trata de un artículo de la Constitución de la 
República, ha intentado avanzar básicamente -así lo expresan las pancartas, los folletos y las paredes pintadas-, señalando que 
tenemos la predisposición de vender ANTEL y parte de ANCEL. En realidad, lo que estamos haciendo es otorgar instrumentos a 
este organismo a los efectos de que se pueda defender en un ámbito de competencia como el que va a integrar dentro de pocos 
meses y en el que va a estar notoriamente indefenso, tal como lo señaló el propio señor Senador Astori. 


Entonces, no pretendemos derogar los artículos 612 y 613, sino otorgar los instrumentos suficientemente fuertes para que ANTEL 
pueda seguir desarrollándose en ese ámbito de competencia en el que se va a mover con mayor intensidad en el futuro. Creo que 
los artículos 612 y 613, en una interpretación lógica, más allá de lo que he señalado, deben ser mirados como una autorización 
genérica para emprender determinados tipos de asociaciones. Concretamente, el artículo 612, debe ser tomado como una 
autorización específica y, mientras tanto, el 613 da a ANTEL, previa autorización del Poder Ejecutivo, la posibilidad de generar 
consensos de todo tipo, con excepción de la telefonía básica. El artículo 613, además, en cuanto a esos consensos, asociaciones, 
admisiones de capitales o comercialización de acciones, refiere exclusivamente a la telefonía celular, con lo cual marca una 
modalidad de instrumentación para la nueva empresa ANCEL que hoy, tal como se ha señalado aquí, se va a terminar 
transformando por el artículo 612 en una sociedad anónima cuyo capital va a ser 100% estatal pero, no obstante, se admite la 
posibilidad de asociación o comercialización de acciones con un tope del 40%, con lo cual el 60% restante queda en manos de 
ANTEL, o sea del Estado. Obviamente, la gestión también va a estar a cargo de la empresa estatal. 


De este modo, el artículo que nosotros vamos a votar simplemente agrega una exigencia adicional a la implementación de lo que 
dispone específicamente para la telefonía celular el artículo 612 de la Ley de Presupuesto. ¿Cuál es esa exigencia adicional? Que 
si hoy o mañana se quiere ingresar en cualquier tipo de asociación o comercialización de acciones, va a ser necesario que se dicte 
una ley a esos efectos, independientemente de que, a mi juicio, esto ya lo establece el artículo 188 de la Constitución de la 
República, artículo que, por cierto, puede tener las más variadas de las interpretaciones. Inclusive, aquí se ha dicho por parte de 
Legisladores del Frente Amplio que no es de aplicación en este caso concreto, pero cuando discutimos el Presupuesto Nacional, el 
señor Senador Korzeniak manifestó que, en su opinión, era de aplicación salvo los incisos tercero y cuarto por lo que, entonces, se 
podía exigir los tres quintos de votos. 


En síntesis, con o sin referencia al artículo 188 de la Constitución de la República, lo que nosotros estamos haciendo es establecer 
claramente que en el día de mañana, cuando se vayan a recorrer esos caminos de asociación, en cualquiera de sus formas, se va 
a necesitar una ley que previamente autorice a ANTEL a proceder en ese sentido. Por lo tanto, no me resulta de importancia 
singular en el caso concreto de la redacción que tiene la disposición la referencia al artículo 188 de la Constitución, pues creo que 
bien podría no estar y, aun en ese caso, es muy clara la inteligencia con la que se puede leer su futura aplicación. 


SEÑOR ASTORI.- Quisiera hacer una aclaración de carácter histórico respecto de un pasaje de la intervención del señor Senador 
Gallinal. En 1992, por cierto, en otras circunstancias del país bastante diferentes a las actuales, con la firma de 28 representantes 
nacionales, que comprendían las Bancadas del Frente Amplio, del Nuevo Espacio y el sector Foro Batllista del Partido Colorado -en 
ese entonces novel sector-, se presentó un proyecto de reforma del Estado alternativo a la Ley de Empresas Públicas; ese proyecto 
no tuvo mayorías parlamentarias. Por lo tanto, la propuesta alternativa fue presentada en el Parlamento a través de una propuesta 
que constaba aproximadamente de cuarenta artículos. Hoy, obviamente, ese proyecto habría que revisarlo, porque las 
circunstancias históricas han cambiado. Pero no es verdad que no se hayan presentado propuestas alternativas; podrán gustar o 
no, pero, reitero, no es cierto que no se hayan presentado. Por ejemplo, si se hubiera aprobado aquel proyecto de ley, el Directorio 
actual de ANTEL hubiera sido electo mediante otra modalidad, por un método diferente. No quiero hacer ninguna referencia 
personal, pero sus integrantes deberían haber cumplido con otras condiciones con las que hoy no necesariamente tienen que 
cumplir; hubieran tenido otras inhibiciones, otras incompatibilidades, y así sucesivamente, pero el proyecto alternativo, reitero, se 
presentó, y lamentablemente no tuvo mayoría parlamentaria. 


SEÑOR HEBER.- Después de escuchar al señor Senador Gallinal, que no sabía que estaba anotado, debo señalar que todo lo que 
ha dicho ha representado mi opinión. No tendría nada más que agregar, salvo subrayar dos o tres cosas. 


En mi opinión, hay formas y formas de presentar proyectos de ley; con relación a la constancia formulada por el señor Senador 
Astori quiero decir que de lo que se trata es de si uno tiene interés en sacar adelante un proyecto de ley. 


En aquel entonces, yo era Representante pero no recuerdo que se hayan convocado a las fuerzas políticas como para sancionar 
un proyecto alternativo. Me da la sensación de que lo que se hizo fue, en realidad, para cumplir con las tribunas. 


SEÑOR ASTORI.- No es así, señor Senador. 

SEÑOR HEBER.- El señor Senador podrá coincidir o no, pero me da esa sensación. 

SEÑOR ASTORI.- No coincido con su sensación, señor Senador; tengo otra sensación. 

SEÑOR HEBER.- En aquel entonces, se dijo que se iba a presentar al otro día. 

SEÑOR ASTORI.- Sin embargo, señor Senador, fue presentado antes del 13 de diciembre. 

SEÑOR HEBER.- Peor, entonces, porque todavía no se sabía el resultado que iba a tener el referéndum. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Creo que es bueno discutir el futuro y no el pasado. Pero, si se insiste, como yo era Diputado y era 
Presidente la Comisión, puedo decir que asistí seis veces y nunca tuvo quórum. 


SEÑOR ASTORI.- ¿Pero por ausencia de quiénes? ¿Quiénes eran los que no hacían quórum? 


SEÑOR HEBER.- Creo que es importante marcar esa constancia que está confirmada por quien en ese momento era miembro de 
la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración. Yo no era miembro de esa Comisión pero recuerdo 
que el señor Senador Atchugarry era el Presidente. 


Quería comentar un aspecto político de este tema que realmente no comprendo sobre todas las argumentaciones que he 
escuchado en el día de hoy por parte de los colegas del Encuentro Progresista. Creo que hay una decisión política tomada de ir al 
plebiscito por el plebiscito mismo. A mi juicio, la fuerza política del Encuentro Progresista no advierte el esfuerzo que se hizo para 
buscar caminos alternativos y evitar el enfrentamiento. Respeto mucho todas las opiniones, pero creo que hay una posición tomada 
por parte del Encuentro Progresista de ir al enfrentamiento. Como en el pasado esos enfrentamientos tuvieron éxito, ahora está la 
determinación política de volver al enfrentamiento. Parte integrante de las movilizaciones que se están haciendo están justamente 
enmarcadas en la búsqueda de la etiqueta y no en el análisis de lo que tenemos en juego. 


El señor Senador Gargano decía en la otra sesión que no ha tenido a nadie que se le haya acercado a hablar de proyectos 
alternativos. Lo mismo digo: no he visto ninguna actitud del Encuentro Progresista de avenirse a proyectos alternativos y evitar el 
enfrentamiento al que vamos a someter a la sociedad por la continuidad del plebiscito. Creo que es una determinación política, que 
respeto pero no comparto. 


SEÑOR ASTORI.- Decir esto es como si nosotros dijéramos que todo el funcionamiento de esta Comisión está destinado a 
perjudicar la operación de recolección de firmas para convocar al referéndum. Creo que por ese camino no vamos a avanzar en 
una discusión sana. Si los artículos 612 y 613 fueran derogados, obviamente, la convocatoria a un referéndum pierde sentido. 
Entonces, no es que nosotros estemos actuando solamente para convocar a un referéndum; estamos buscando un camino 
diferente al que se aprobó en la Ley de Presupuesto, pero no es que estemos obsesionadamente dedicados a convocar un 
referéndum. Si se encarara la discusión como nosotros entendemos que debe hacerse, la otra actividad, que es la de la 
convocatoria, perdería sentido. El problema es que no se acepta eso; entonces, me parece que no hay derecho a decir que 
estamos actuando con esa decisión tomada. La decisión es encontrar un camino diferente para ANTEL que el que se aprobó en la 
Ley de Presupuesto y no la de convocar un referéndum. Pienso que debemos basar la discusión en esos términos y lo otro la 
perjudica, la oscurece y nos lleva por caminos que no son positivos a los efectos de encontrar resultados apropiados. 


SEÑOR HEBER.- Reitero que todos los aspectos mencionados por el señor Senador Gallinal fueron suficientemente claros, pero 
quiero hacer un complemento político, que es una sensación de carácter personal que no involucra a nadie y que tengo derecho a 
hacer. Tengo la sensación de que aquí no hay interés en buscar acuerdos, por lo que dice el señor Senador Gargano y los demás 
señores Senadores del Encuentro Progresista. No ha habido interés en buscar redacciones alternativas porque no se buscaron y 
esperaron que existiera una decisión para decir que estaban en contra. Creo que el proyecto de ley busca evitar un enfrentamiento, 
que mal o bien no se buscó cuando se instrumentaron estas normas en el Presupuesto. Esa norma buscaba generar los apoyos 
que, a nuestro juicio, ANCEL y ANTEL deben tener en estos nuevos tiempos. Quien prejuzga intención es el señor Senador Astori 
cuando hizo algunos comentarios. El dice que se ha utilizado el clientelismo y me parece que eso es una falta de reconocimiento a 
una modernización que en ANTEL se viene haciendo desde hace mucho tiempo. 


Como decía el señor Senador Gallinal, la acusación de clientelismo no se ata ni siquiera con la exposición de motivos que firman el 
señor Senador Astori y demás miembros del Encuentro Progresista. Esta dice que desde el punto de vista de su gestión, eliminó la 
demanda telefónica insatisfecha y que llegó a la plena digitalización del sistema. 


Es decir que hace dos grandes reconocimientos. A su vez dice que tiene una buena cobertura nacional, de más del 75% de los 
hogares uruguayos, en una política de expansión de sus servicios que no deja de lado el interés social, cubriendo áreas que tienen 
menor interés comercial y mayores costos operativos, sin que esto se refleje en la tarifa. Frente a estas manifestaciones puestas 
por escrito por el Encuentro Progresista no tengo más que agradecer a los colegas por este reconocimiento a la buena 
administración que han hecho los partidos que tanto han criticado, a pesar de lo pesado que significa el manejo del Estado. Lo que 
el Encuentro Progresista hace es decir que si esto está bien hay que dejarlo así, pero nosotros creemos que debemos seguir 
avanzando en este tema y la forma de hacerlo es a través de los artículos que el Encuentro Progresista quiere derogar. 


Como esto va a ser motivo de discusión en Sala podemos profundizarlo allí. No se puede decir que esto está bien y que lo hemos 
utilizado para el clientelismo político; me parece que es una incongruencia. Hay algunos aspectos a que se refiere el señor Senador 
Astori con los que nosotros estamos de acuerdo, como por ejemplo el de los impuestos encubiertos que está pagando la empresa 
del Estado. Creo que el Encuentro Progresista tiene una visión del patrimonio del Estado que no toma en cuenta lo que significa 
tener una empresa moderna con tarifas bajas. Creo que esta área de servicios como es la de telecomunicaciones nos brinda 
servicios baratos y mejores. Entonces, entiendo que hay dos visiones de país. La visión del señor Senador Astori se centra mucho 
más en lo que es el patrimonio del Estado, en desmedro de la visión global del país. Creo que es factible y favorable para el país 
buscar asociaciones, y en ese sentido es bueno que el artículo 613 quede firme. Respeto que no se coincida con el artículo 612 en 
cuanto a la posibilidad de la venta de su paquete accionario. Buscábamos respetar el pronunciamiento del plebiscito de las 
empresas públicas. No tocaba a la empresa que de alguna manera se había cuestionado, que es ANTEL. Hablábamos de una 
empresa subsidiaria, que registró un crecimiento que en aquel momento nadie advirtió. Me acuerdo que los distintos técnicos y 
gerentes dijeron en la misma ANTEL, que los teléfonos celulares iban a ser sólo para los ricos, que los podrían pagar. Hoy tenemos 
un notorio avance de esta empresa que se logró mediante una decisión tomada supuestamente por el Gobierno privatizador que 
quería enajenar el capital y la soberanía nacional. 


Por eso, señor Presidente, hay muchas cosas de qué hablar sobre este tema de ANTEL y las telecomunicaciones. Quizás la 
diferencia radica en la forma en que miramos esta área de servicios. Según el señor Senador Astori es un área estratégica y, a mi 
juicio, lo estratégico es que el país funcione, y el país va a funcionar si tenemos telecomunicaciones buenas y baratas. Sin 
embargo, creo que ANTEL y ANCEL en materia de avances tecnológicos -sobre todo de telecomunicaciones- se han quedado; 
están atrasados, tienen tarifas caras y no se han modernizado por más que hemos estado invirtiendo. 


De acuerdo con los señores Senadores del Encuentro Progresista, esto se justifica en parte por la extracción de recursos que hace 
la Administración y el Fisco a través de la obligatoriedad de los aportes que impone a ANTEL y a ANCEL. Yo diría que esa es la 
condena que hemos tenido los uruguayos al pagar estos impuestos mediante tarifas caras que constituyen impuestos indirectos. 
Asimismo, no estamos recibiendo los servicios adecuados, sobre todo a nivel de la situación regional. Recuerdo que en aquel 
momento la discusión sobre la asociación de ANTEL en 1992 se abordaba tomando como ejemplo nefasto el de la República 
Argentina. Actualmente, la situación en ese país es totalmente distinta en esta materia de lo que fue al comienzo. La Argentina 
recibe hoy fuertes inversiones en esta área, los servicios son buenos y más baratos que los nuestros y, además, se están 
expandiendo y creciendo. Lamentablemente, otros son los motivos que subsumieron a este país en una crisis profunda, pero estas 
cosas las hicieron bien. Nosotros nos quedamos y en función de eso la discusión sobre las cuestiones de esta empresa y de las 
empresas subsidiarias, quizás termine con un discurso en Sala, donde se confronten visiones diferentes. Lo cierto es que este 
proyecto que tenemos delante busca evitarle al país un enfrentamiento que en estos momentos nos parece inoportuno, no sólo 
porque el Gobierno dice que no tiene voluntad política de vender -esto lo dice por todos los medios, incluso a través de la palabra 
del propio señor Presidente de la República- sino porque al no existir esta voluntad, la discusión no tiene sentido. Cuando exista la 
voluntad, entonces mantendremos la discusión que haya que mantener, no en lugares encubiertos, no diciendo que aquí se quiere 
hacer lo que no se quiere hacer porque, en definitiva, considero que el proyecto de ley alternativo y sus modificaciones están muy 


claros. Si se quiere vender alguna acción de la empresa pública y de los servicios, debe hacerse a través de una ley. Reitero que el 
proyecto es claro y busca evitar enfrentamientos, mientras otras fuerzas, a mi juicio, buscan lo contrario. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: mi intención es realizar una exposición complementaria a las interrogantes e ideas que 
plantearon la señora Senadora Arismendi y los señores Senadores Rubio y Astori. 


En primer lugar es verdad que nuestra fuerza política tiene una posición concreta y específica que hemos presentado aquí como 
propuesta para ser votada, que es la derogación de los artículos 612 y 613 de la Ley de Presupuesto. Pero como bien se dijo, no se 
trata de que queremos derogar y no hacer nada. No; queremos derogar para modificar, para sustituir, para cambiar, para 
transformar, para mejorar la situación de ANTEL. Para eso queremos derogar. 


En segundo lugar, por las preguntas de la señora Senadora Arismendi y del señor Senador Rubio y por la exposición del señor 
Senador Astori, quedó clara nuestra posición sobre la propuesta firmada por el señor Senador Michelini. Esto no significa que 
nosotros no tengamos también un espíritu abierto. 


En lo personal, tengo un espíritu muy abierto para conversar, discutir, dialogar y ver si es factible llegar a acuerdos sobre todas las 
empresas públicas. Para ser franco, en estos momentos me preocupa mucho la situación de ANCAP y quiero encontrar rutas de 
diálogo a efectos de ver si podemos resolver ese tema. 


En lo que tiene que ver con ANTEL, proponemos la derogación del artículo 612 porque puede haber un problema de forma, según 
decía el señor Senador Michelini, pero también hay un problema de contenido. A través de este artículo se busca crear una 
sociedad anónima por acciones para la prestación del servicio de telefonía celular terrestre, con un porcentaje para ANTEL y un 
porcentaje para el sector privado. Nosotros entendemos que, básicamente, si hay una disposición a no utilizar este artículo y 
establecer la necesidad de una ley, en los hechos, probablemente en un paquete de acuerdo -si lo hubiera-, podría ser 
perfectamente derogado. En esencia, dice que se crea una asociación destinándose -como ya dije- un porcentaje a ANTEL y otro al 
sector privado, y como en múltiples oportunidades se ha expresado que no se va a vender, que no se va a hacer esta asociación, y 
que se requiere una nueva ley, uno podría decir que el artículo 612 quedaría derogado. 


En cuanto al artículo 613, queremos derogarlo también para modificarlo, para transformarlo. Entiendo que también aquí puede 
haber un problema de fondo, pero desde el punto de vista del contenido me parece que encierra dos cuestiones centrales: la 
competencia y las asociaciones. En materia de competencias se plantea el mantenimiento de la telefonía básica con carácter de 
exclusividad para ANTEL, pero se habla de la competencia para todos los otros rubros. Hay algunos rubros que ya pueden estar 
funcionando en el sentido de que pueden haber solicitudes, autorizaciones o búsqueda de autorizaciones, tales como la telefonía. 
Podemos buscar alguna fórmula en materia de competencia cercana a lo que está establecido en este artículo. En principio, 
nosotros aceptamos la necesidad de competencia en materia de telecomunicaciones, Ahora bien, ¿dónde está, a mi entender, el 
tema clave del artículo 613? El tema clave está en la posibilidad, en lo que el señor Senador Gallinal llamaba "autorización genérica 
para hacer asociaciones". El tema de las asociaciones es difícil, complicado y muy relevante para el futuro de las empresas 
públicas. No sé qué características pueda tener ANCAP asociada con una empresa internacional en un ámbito en el que es muy 
difícil que haya competencia y, en ese sentido, estoy inquieto por saber qué tipo de asociación se debe hacer. Quizás deba haber 
asociación, ¿pero cómo hacemos para rescatar, en un sector extraordinariamente importante, la presencia y la fuerza del Estado 
para atender a los usuarios? 


SEÑOR HEBER.- Para bajar el precio de los combustibles. 
SEÑOR COURIEL..- Si, señor Senador, nada más y nada menos que bajar el precio de los combustibles. 
SEÑOR HEBER.- Ese es el objetivo. 


SEÑOR COURIEL.- Estoy totalmente de acuerdo con eso, ¿pero cómo hará la asociación para conseguir esto? La verdad es que 
no existen empresas que puedan competir en refinería -sé que me estoy saliendo del tema, pero digo esto para que se entienda- ni 
posibilidades de que haya competencia en este ámbito porque, normalmente, en el mundo las grandes empresas internacionales 
hacen acuerdos de precios para los combustibles y no compiten. El tema no es sencillo, sino que es muy difícil, y por eso la 
presencia de ANCAP es muy importante. ¿Cuál va a ser la forma de la asociación? ¿Cuál será la propiedad? ¿Habrá mayoría o 
minoría? ¿Cuál va a ser la característica de la gestión? ¿Será una corporación en la que exista posibilidad de gestión? No lo 
sabemos. En el fondo, en un tema tan relevante como este, así como en otro que me parece que no es menor y sobre el cual no 
hemos trabajado, que es cómo se controlan las empresas públicas -éstas prácticamente funcionan con un control de legalidad por 
parte del Tribunal de Cuentas, pero en todo lo demás tienen gran autonomía-, creo que tenemos que buscar una ruta, un camino 
para encontrar contralores de las empresas públicas. De pronto una salida puede ser dejar esta etapa de la asociación y del 
contralor para el futuro -de todas maneras será necesaria para ANCAP- y buscar para los nuevos emprendimientos que se sigan y, 
por lo tanto, para las futuras asociaciones, que se haga por ley. Deberíamos elaborar una ley no para la venta de ANCEL, sino para 
todo tipo de asociaciones ya que, debido a las nuevas tecnologías, habrá requerimientos, necesidades de asociación. Pienso que 
deberíamos trabajar mucho más sobre este tema de la asociación, así como acerca de las mayorías, minorías, gestión, pacto de 
accionistas y contralores de las empresas públicas. Todo esto es dejado de lado por la autorización genérica, la cual le pasaría el 
cheque en blanco a la institución. 


Considero que debemos buscar algún mecanismo y analizar con mucha mayor profundidad el tema de la asociación, que lo que 
figura en el artículo 613. Por lo tanto, sería necesario postergar esta cuestión y establecer que, para que haya asociación con 
distintos tipos de empresas, se requiere una ley. Con ello, en esencia, estamos postergando el tema y si estos son los dos grandes 
puntos considerados en el artículo 613 y hubiese ambiente para esto que estoy planteando, de pronto encontramos alguna ruta o 
camino para ver si esta salida es factible. 


Concretamente, pienso que el artículo 612 así como está y si no se va a aplicar, perfectamente se puede derogar. A su vez, el 
artículo 613 tendría que ser sustituido por otra disposición que abra la posibilidad de que todo tipo de asociación se haga por ley, 
buscando la redacción adecuada. Me parece que por aquí quizás tengamos alguna posibilidad de avanzar en el tema. 


SEÑOR GARGANO.- Me sentía bastante bien interpretado por lo que habían manifestado los compañeros e, incluso, por el 
resumen realizado por el señor Senador Astori cuando llegué a la reunión. 


Sin embargo, como esto ha estado plagado de alusiones políticas y a veces, a los efectos de los que vengan después, es 
conveniente analizar la documentación de lo que se ha discutido, quisiera realizar algunas puntualizaciones. 


En el año 1991, en una prolongada discusión -por lo menos muy extensa a nivel del Senado de la República- nosotros nos 
opusimos a la llamada "Ley de Privatizaciones", cuyos artículos 1* y 2” legislaban en forma genérica sobre todo el patrimonio del 
Estado, aunque después específicamente hacían referencia a la empresa telefónica, a la de energía eléctrica o a PLUNA. Se 
trataba de una ley global, que autorizaba al Poder Ejecutivo a manejar al conjunto del patrimonio de las empresas en el sentido de 
pasarlas, total o parcialmente -según lo entendiera conveniente-, al patrimonio privado. Ante eso, nosotros emitimos nuestra opinión 
contraria y dijimos que era altamente inconveniente. También estuvimos en contra de la disposición específica a un conjunto de 
artículos que establecía que debía venderse el 51% del patrimonio accionario de ANTEL, el cual debía pasar al sector privado. 
Dicho patrimonio fue estimado en aquel momento en alrededor de U$S 300:000.000, según se decía y era público. No tengo 
inconveniente en que el señor Senador haga lo que quiera con la cabeza, pero esta afirmación corre por mi cuenta. Creo que lo 
que no da motivo para reírse es que, durante los diez años que han transcurrido desde aquél entonces, ANTEL le ha transferido al 
Estado casi U$S 1.500:000.000 y se pretendía venderla por U$S 300:000.000. No sé si esto será mérito de los gestores que 
estuvieron en ANTEL, de sus Directores políticos o de la buena gestión de quienes estuvieron antes y digitalizaron toda la empresa, 
ya que allí hubo gente muy competente, que trabajó durante cinco años y forjó una legión de técnicos que ejecutaron los contratos 
con Ericsson, que posibilitaron el avance espectacular de la empresa. 


Debemos ser justos con la historia. Los U$S 400:000.000 que se invirtieron para digitalizar la telefonía en nuestro país posibilitaron 
el desarrollo posterior. Además, algunos técnicos muy connotados lo hicieron posible. Recuerdo, por ejemplo, al Director que puso 
el Frente Amplio, un ingeniero de primer nivel y especialista en esa materia, que trabajó específicamente en el tema durante cinco 
años y lo hizo muy bien. Sin embargo, lo concreto es lo que ha ganado el Estado con eso. Aquí concurrió la delegación de SUTEL, 
que generó la expectativa de todos los señores Senadores y las risas sarcásticas de aquellos que dicen que el año pasado ANTEL 
no le pasó U$S 530:000.000 al Estado, lo que representa la décima parte del total del gasto presupuestal. El señor Senador Rubio 
me acota que equivale a todo el presupuesto de la Educación Pública. De esos U$S 530:000.000, U$S 180:000.000 corresponden 
a transferencias netas al Tesoro Nacional y U$S 93:000.000 a certificados de depósitos al Banco Central, a pesar de que no existe 
esa figura jurídica. En el Uruguay hay Bonos del Tesoro y Letras de Tesorería, y los certificados de depósito son unos vales que 
inventó el Banco Central para captar, por ejemplo, dinero de ANTEL, contribuyendo a financiar el déficit fiscal, lo que es una 
barbaridad. 


No sé qué hubiera ocurrido en este país si eso lo hubiera hecho un Gobierno del Frente Amplio. Recuerdo que cuando dijimos que 
eso era una barbaridad, se reunieron unos treinta gerentes del Banco Central más todo su Directorio a decir que era una 
barbaridad lo que manifestábamos nosotros, que era verdad. Puede haber un negocio entre bancos en el cual uno le dé un vale a 
otro y eso podría ser un certificado de depósito. También hay U$S 230:000.000 en impuestos agregados, lo que es algo 
descomunal. ANTEL le paga al Estado un aporte del 26% del gasto que tiene en salarios al Banco del Previsión Social. 


SEÑOR HEBER.- Los certificados son depósitos. 


SEÑOR GARGANO.- Pero creo que ANTEL no tenía necesidad de hacer esos depósitos y los podría haber usado. Además, el 
Gobierno nunca más va a devolver ese dinero, como tampoco las Letras de Tesorería que le pusieron a los señores Ministros 
herreristas del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. El señor Senador Heber es coautor, junto con 
quien habla, de un artículo por el cual se obligó al Banco de Previsión Social a que lo que se recaudara de aportes jubilatorios de 
jubilados y pensionistas se volcara en una cuenta de vivienda para que ese dinero no tuviera un destino en Rentas Generales 
distinto al que marcaba la ley. Allí hay paralizados U$S 58:000.000 en Letras de Tesorería desde hace más de tres años y no se 
pueden utilizar para construir viviendas porque el Estado no puede permitir que esas Letras de Tesorería vuelvan al mercado ya 
que, de hacerlo, no les comprarían las nuevas que tiene para emitir. Con los certificados de depósito de ANTEL en el Banco Central 
ocurre exactamente lo mismo. 


Se trata de una empresa que tiene un patrimonio y unas perspectivas formidables por la coyuntura en que desarrolló su nueva 
tecnología y por la gestión de los que la llevaron adelante. No niego que haya habido gente competente que cuidó bien el 
patrimonio del Estado. ¿Por qué vamos a hacer una evaluación genérica diciendo que todas las personas que han estado en los 
Entes Autónomos han sido malas? Nosotros cuestionamos el procedimiento de elección y demás, así como muchas veces la 
gestión; sin embargo, no todos los que han estado allí han hecho las cosas mal. Puedo decir que muchas empresas nuestras, 
como por ejemplo, ANCAP viven porque hubo gente como Fabini, que fue uno de los que la creó y gestionó, que realizó su tarea 
muy bien durante muchos años. 


Volviendo al segundo aspecto, puedo decir que no tenemos una postura cerrada frente al tema de la gestión de las empresas 
públicas. Ya se explicó aquí que antes del referéndum de 1992 presentamos un proyecto global que comprendía toda la gestión de 
las empresas públicas. Por su parte, el señor Senador Atchugarry dijo que había citado cinco veces a la Comisión y nunca obtuvo 
quórum, pero éste no se logró porque el Partido Nacional y el Partido Colorado no lo formaron; y si hubiera habido interés se 
hubiera podido considerar el tema. 


La tercera etapa de la discusión es ver si era conveniente insertar en el Presupuesto Nacional el artículo 612 por el cual se vendía 
el 40% del capital accionario de ANCEL, y el 613 por el cual se autoriza la desarticulación de la empresa y a que toda la empresa 
de telecomunicaciones pueda ser gestionada por terceros. Tengo la peculiaridad de leer la letra tal como está, y el inciso primero 
del artículo 4%, sustitutivo de la Ley Orgánica, dice que ANTEL podrá prestar los servicios de telecomunicaciones por sí o mediante 
terceros. ¿Eso qué quiere decir? Que puede dar en concesión toda la gestión. 


SEÑOR GALLINAL.- Lo decía antes; no se modifica. 


SEÑOR GARGANO.- No, señor Senador; por medio de terceros, nunca. Y esa es la modificación. Luego está el tema de las 
asociaciones, que está legislado en otras disposiciones, así como el de la telefonía de larga distancia. Puedo decir que muchas 
partes del monopolio de las telecomunicaciones de que dispone ANTEL ha sido salteado. Por ejemplo, el propio arrendamiento a 


MOVICOM es algo que se saltea la ley que garantiza el monopolio, porque la prestación de servicios de telecomunicaciones es de 
ANTEL y no la puede dar en arrendamiento a terceros. Sin embargo, eso se hizo; y en este país no pasó nada. 


También ocurrió lo mismo con la telefonía de datos. Lo que sucede es que no tenemos poder para obligar a quienes administran 
esa empresa. Ya el año pasado dije que la empresa española Telefónica se había instalado y adquirido una concesión por U$S 
200.000 -lo que es un regalo- para explotar la telefonía de datos; y ahora se calcula que eso puede valer diez veces más. Quizás 
en ese momento se pensó que no valía nada, pero eso ocurrió hace dos años y ahora son una multitud quienes tienen la 
posibilidad de hacerlo. La telefonía de larga distancia se puede articular desde la zona franca de este país al exterior, sin ninguna 
dificultad, y además se legisla en este proyecto. 


Creo que hay algunas cosas que el Directorio de ANTEL dijo claramente y que deberían ser recordadas aquí. A dicho Directorio no 
le importaba mucho el artículo 612 que autoriza a vender el 40% de las acciones de ANCEL, pues ahora el Presidente de la 
República anuncia -también la Unidad de Regulación del Sistema de Telecomunicaciones que estuvo aquí lo manifestó en Sala- 
que se va a subastar una segunda banda de telefonía celular. Entonces, lo que ocurre es que ya no hay ningún interesado en 
comprar el 40% de las acciones de ANCEL, porque ahora se puede tener el 100% de las acciones de una empresa privada. Esta 
es, a nuestro juicio, la razón de la falta de interés en mantener el artículo 612. 


Nosotros no queremos hacer un referéndum todos los días, pero si la coalición idea permanentemente nuevos emprendimientos 
privatizadores, evidentemente que nos va a tener alineados en una postura que no coincida con el Gobierno. 


Por supuesto, no queremos malgastar fuerzas de los militantes políticos de mi Partido, del Frente Amplio y del Encuentro 
Progresista, pero estamos convencidos de que es muy importante que ANTEL no sea desarticulada. 


Reitero lo que ha sido dicho por mis compañeros: tenemos una postura que políticamente se puede sintetizar diciendo que si se 
derogan los artículos 612 y 613 de la Ley de Presupuesto estamos dispuestos a discutir la posibilidad de la asociación de ANTEL 
con otras empresas públicas o privadas de carácter nacional o internacional para los nuevos cometidos o emprendimientos que en 
un futuro deba realizar en la telefonía de tercera generación u otros rubros. Lo que nos importa es defender esa cantidad de 
recursos que ANTEL vuelca al Estado, ya sea al Tesoro central, como impuestos, o comprando certificados de depósito al Banco 
Central. Queremos que ANTEL pueda seguir haciendo eso, porque de ello dependen la Educación Pública y la Salud Pública, así 
como también la política de vivienda, es decir, el meollo de la vida del Estado uruguayo. 


Cuando a mí me hablan del costo país, tengo muy en cuenta lo que valen y lo que importan en el Uruguay la Educación Pública y 
también la seguridad pública. El Estado tiene 232.000 funcionarios; 120.000 de ellos están dedicados a la seguridad del Estado y a 
la seguridad ciudadana. Ellos pertenecen al Ejército, a las Fuerzas Armadas, y a las Fuerzas Policiales. Ese es el Estado que 
tenemos. El costo país también tiene que ver con tarifas mejores; estamos totalmente de acuerdo con eso. Pero vamos a descargar 
a ANTEL de la necesidad de comprar moneda extranjera pagando un impuesto que nadie paga. Vamos a tratar mejor a ANTEL en 
materia de seguridad social, ya que paga el 26%, mientras que el resto de las empresas uruguayas no realizan aportes a la 
seguridad social, de acuerdo con la disposición que ha establecido el Gobierno de coalición. Seguramente, el financiamiento de la 
seguridad social depende mucho también de lo que aportan ANCAP, UTE y ANTEL, es decir, las empresas públicas que tienen este 
gravamen, lo que hace posible que se pague la jubilación a nuestros jubilados y pensionistas. Entonces, también por eso hay que 
defender este patrimonio del Estado, que es tan importante. 


Quiero decir que estamos abiertos a discutir sobre los futuros emprendimientos y no somos reacios a que se asocie este formidable 
patrimonio que es ANTEL en el futuro. El señor Presidente de ANTEL está convencido de que no hay que vender. En su 
oportunidad, le dije que sabía que su planteo era verdadero, incluso antes de que se presentara la norma. Pero, como le dije, hoy 
es él el Presidente de ANTEL, pero mañana quizás no lo sea, y por eso quiero que figure en una ley que ANTEL no se pueda 
vender; es decir, quiero que tampoco la persona que lo sustituya a él pueda vender el Ente. 


SEÑORA ARISMENDI.- Hubo una parte de la discusión a la que no dimos demasiada trascendencia, en función de que el debate 
tomó otros rumbos. Así, pregunto cuál es la razón por la cual de la versión corregida del proyecto que se nos entregó, fue retirado 
lo de la trasmisión electrónica de datos. 


Según tengo entendido, fue a instancias del señor Senador Gallinal, pero en realidad no estoy segura. Me gustaría conocer la 
razón que determinó ese retiro, más allá de la razón del artillero, que aquí se manejó repetidas veces y según la cual los votos 
están para determinadas cosas y no están para otras. 


SEÑOR MICHELINI.- Voy a decir lo que a mí me corresponde. Por un lado, estoy de acuerdo con el señor Senador Gargano 
cuando dice que él quiere que haya una ley porque quien hoy es Presidente de ANTEL mañana no lo será. Es necesaria la garantía 
en una ley de que ANCEL o la telefonía celular no se va a vender. Presentados el proyecto y las inquietudes por parte de SUTEL, 
agregamos dos aspectos; uno de ellos, relacionado con la venta de las acciones, se mantuvo, mientras que el otro, el de la 
trasmisión electrónica de datos, se retiró. Ignoro las razones de ello; sin embargo, los señores Senadores de los Partidos Blanco y 
Colorado me trasmitieron que estarían dispuestos a votar la primera versión, agregado el tema de las acciones, o si se lo quiere 
llamar de otra manera, la segunda versión sin la trasmisión electrónica de datos. Reitero que no expresaron las razones; 
simplemente, dijeron que estaban en condiciones de acompañar la propuesta mencionada si yo también estaba dispuesto a 
hacerlo. 


Dije, y vuelvo a sostener ahora -independientemente de que uno aspire a más, a veces lo excelente es enemigo de lo bueno-, que 
quiero que ANCEL no se venda y que exista la garantía de la ley en ese sentido. Si la trasmisión electrónica de datos queda por el 
camino, quizás se la pueda incluir en alguna instancia parlamentaria. Es decir, más allá de que hoy se vote esto, quizás pueda 
haber una negociación posterior que determine su inclusión. Personalmente, no bajo los brazos con respecto a ese tema. 


SEÑORA ARISMENDI.- Esta discusión parece medio rara, pero ya podemos descartar al señor Senador Michelini. Vuelvo a 
preguntar quién fue que decidió retirar esa parte. 


SEÑOR GALLINAL.- Nosotros hemos manifestado nuestra disposición a acompañar el proyecto original presentado por el señor 
Senador Michelini, que fue producto de largas conversaciones iniciadas a fines de febrero y comienzos de marzo de este año. 


Debemos decir, a propósito, que incluso se habían redactado proyectos de características similares a ésa. 


En lo que refiere al tema de la trasmisión electrónica de datos, podemos señalar que se trata de un área de las telecomunicaciones 
que hoy está en competencia. Hay varias empresas que están habilitadas para prestar el servicio. De todas ellas, no menos de 
cuatro hoy lo están prestando. Además, es bueno señalar que cuando se tomó conocimiento público de la redacción elaborada por 
el señor Senador Michelini, que incluía la trasmisión electrónica de datos, el señor Presidente de ANTEL nos pidió una audiencia a 
mí y a varios señores Senadores. 


En dicha oportunidad, el ingeniero Bracco nos solicitó que no se incluyera la trasmisión electrónica de datos en la nueva redacción 
porque, según él -y supongo que habrá hablado en nombre del Directorio-, es un área en la cual ANTEL está avanzando y, por eso 
mismo, considera fundamental que se disponga de ese instrumento para poder manejarse con mayor libertad en el momento de 
intentar avanzar en ámbitos de competencia, que son cada vez más fuertes. A su vez, nos trasmitió que, a su juicio, era negativo 
para el futuro de la empresa derogar lisa y llanamente los artículos 612 y 613. Escuchadas esas opiniones, consideramos que eran 
de recibo y, en consecuencia, mantuvimos el artículo en su redacción original, es decir, fuimos contestes con el señor Presidente de 
ANTEL en el sentido de que era inconveniente derogar las citadas disposiciones, y procederemos en consecuencia. 


SEÑORA ARISMENDI.- Señor Presidente: en realidad, esperaba no tener que llegar a esta conclusión. El problema es que el 
Directorio de ANTEL, el 24 de abril de 2001, ya resolvió solicitar al Poder Ejecutivo la autorización para una sociedad anónima 
como subsidiaria para la trasmisión electrónica de datos. Por lo tanto, me parece que habría sido mucho más sencillo que los 
colegas de la Comisión que no estaban de acuerdo con que se mantuviera eso, hubieran señalado que eso ya estaba procesado 
como forma de sociedad anónima. 


Me hubiera gustado no haber tenido que andar escarbando en todo esto, como tuvimos que hacer hace pocos días con relación al 
tema de la terminal de contenedores. Digo con mucha franqueza que no me gusta -me pone muy incómoda- discutir sobre cosas 
del pasado sobre las que se hacen interpretaciones. Puede ser que por tratarse del pasado haya un problema de memoria a cierta 
altura de la vida; pero en lo que refiere a las cosas del presente, declaro que me gustaría discutirlas con todas las cartas arriba de 
la mesa. No está ocurriendo eso con relación a este tema; es decir, no están todas las cartas arriba de la mesa, y para poder 
entender las cosas uno tiene que andar haciendo investigaciones que no tendrían por qué tener lugar. Deberíamos poder discutir 
realmente, de forma tal que cuando uno pregunta por qué se elimina determinada cosa, las respuestas sean "Lo que pasa es que 
eso ya está encaminado hacia una sociedad anónima", o "Eso ya está encaminado hacia una subsidiaria", o "Eso ya está 
encaminado a que el Poder Ejecutivo dé su autorización", aunque esto indicaría que estaríamos teniendo una discusión "post 
mortem", por llamarlo de alguna manera. ¡Cómo vamos a discutir que se requerirá una autorización previa del Poder Ejecutivo 
cuando el 1* de abril ya se decidió otra cosa! Di la oportunidad de que se me diera esa respuesta y que se me explicara que se 
quitó porque esto ya está en proceso de ser otra cosa. 


No puede ser que nosotros tengamos que recomponer todo como un puzzle, cuando con franqueza decimos que no estamos de 
acuerdo con esto o aquello. 


No me parece correcto que el Parlamento tenga que manejarse así y que nosotros debamos poner siempre en tela de juicio lo que 
se nos dice, saliendo a investigar y confrontar todo con la realidad, para ver si es cierto. 


Aclaro que no digo que esta sea la intención de los señores Senadores que están aquí presentes, porque creo que ellos saben - 
esta es una presunción- tan poco como nosotros acerca de cómo se están dando los hechos. La explicación del señor Senador 
Gallinal la tomo por buena, ya que el Presidente del Directorio le explicó que no era conveniente, etcétera, etcétera y, por lo visto, 
no le dijo que eso ya estaba procesándose por otra vía. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que no es nada nuevo decir que existe una empresa que se llama ANTEL DATA que está funcionando 
públicamente y que sus estatutos así como las sociedades anónimas que ha conformado el Directorio de ANTEL, a instancias del 
Presidente Bracco, han sido publicadas en el Diario Oficial. Es más; los Directores de algunas de esas empresas nuevas que ha 
conformado el Directorio de ANTEL, que se mueven en ese régimen y están en el área de transmisión de datos y asesoramientos, 
son dirigidas por notorios militantes frenteamplistas, por lo que supongo que para ellos no debe ser ninguna novedad. Reitero que 
en los principales lugares de dirección de esas nuevas empresas hay Directores de notoria militancia frenteamplista que han sido 
designados por el señor Presidente de ANTEL, ingeniero Fernando Bracco. Por lo tanto, no veo qué novedad puede ser esto, ya 
que ha sido publicado en el Diario Oficial, estas personas están ejerciendo la dirección, asociándose, tomando decisiones a nivel 
de ANTEL y, en definitiva, están vinculados a todas estas temáticas. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Debo decir que sobre esto no hay ningún secreto. No soy un especialista en los temas de ANTEL - 
salvo en mi especialidad, en el Derecho Público y en los temas de administración pública-, pero debo decir que el tema de la 
sociedad anónima en materia de datos lo habló acá el señor Presidente del Directorio de ANTEL y ello consta en la versión 
taquigráfica del día que asistieron a esta Comisión. Por lo tanto, este no es un tema que fuera desconocido. La Comisión tenía 
informes cuando el Directorio de ANTEL vino y su Presidente explicó cómo surgió esta sociedad anónima y la forma en que se está 
desarrollando. 


SEÑORA ARISMENDI.- Está muy claro lo que dicen los señores Senadores, en cuanto a lo que dijeron los representantes del 
Directorio de ANTEL y los del sindicato cuando vinieron a esta Comisión. Concretamente, mi pregunta es por qué cuando se 
plantea el motivo por el cual se elimina la transmisión electrónica de datos, el señor Senador Michelini, que es el firmante del 
proyecto de ley, dice que ellos -es decir, el resto de los acompañantes- dijeron que no. Esa era la razón que tenía él y el resto de 
los acompañantes no declaraba nada. Después dice que, en realidad, no es conveniente. Ahora, cuando hice los planteos de que 
esto ya estaba en camino, se acordaron de que el Directorio lo había señalado. 


Vuelvo a decir lo que expresamos en la discusión presupuestal: no estamos discutiendo nada sobre el destino de ANTEL, sino que 
cada uno está aferrado a un determinado proyecto, ni siquiera con demasiado fundamento -lo digo con todo respeto- o, en realidad 
no se quiere discutir. 


Tampoco pueden decirme que esto se discutió en oportunidad del Presupuesto, porque allí lo que se habló fue en la "piecita" de la 
que salía humo donde se cambiaban artículos del Presupuesto. 


Para refrescar la memoria a los señores Senadores, quiero recordar que lo relacionado con las Unidades Reguladoras, en el último 
minuto, como la Cenicienta, a las doce de la noche, el señor Senador Atchugarry decía que no y el señor Senador Gallinal decía 
que estaba; a tal punto fue confuso todo esto. Entonces, ¿por qué no deberíamos darnos una oportunidad para estudiar el tema en 
serio, acerca de lo que se está haciendo y lo que no, cuál es el camino, etcétera? Estoy de acuerdo con el señor Senador Gallinal 
cuando expresa que hay una política, pero esta no se explicita ni se desarrolla, aunque sin duda existe. También es indiscutible que 
está acorde con la política general que se está llevando a cabo. Aclaro que no es eso lo que estamos discutiendo, sino cuáles son 
los mejores caminos sobre una base de una declaración general en la que parecería que estamos de acuerdo. Cuando 
empezamos a analizar qué quiere decir esto para cada uno de nosotros, queda claro que no estamos de acuerdo y, por lo tanto, 
deberíamos discutirla la forma de resolverlo. 


SEÑOR ASTORI.- Me estoy dando cuenta de que carezco de mucha información sobre este tema y veo que otros señores 
Senadores la tienen, por lo que voy a pedirles ayuda. 


En el mismo sentido que planteaba la señora Senadora Arismendi, me parece que no es un dato menor conocer por qué fue 
excluida la transmisión de datos en la propuesta del proyecto que estamos analizando, porque hace a la cuestión y es una 
información que debemos tener. La señora Senadora Arismendi aludía a una decisión del Directorio de ANTEL por la cual se 
solicitaba autorización para crear una subsidiaria de ANTEL DATA bajo la forma de sociedad anónima. Quisiera saber si se trata de 
una sociedad anónima abierta con acciones cotizables en Bolsa, si ellas se pueden comercializar y si la intención es que el cien por 
ciento del paquete accionario permanezca en manos de ANTEL o que parte del mismo no esté en manos de dicho organismo, 
porque esto puede tener que ver con la explicación definitiva de por qué se retiró esa expresión de este artículo, teniendo en cuenta 
la solicitud que el Presidente de ANTEL le hizo a alguno de los Senadores que integran esta Comisión. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Quisiera hacer una consulta muy clara. ¿El Frente Amplio vota o no el segundo proyecto del señor 
Senador Michelini? 


SEÑOR ASTORI.- No, señor Senador, no lo votamos. La respuesta es no, pero eso no esquiva la necesidad de saber hacia dónde 
va la intención de quienes piensan diferente. ¿Qué es lo que quieren hacer? 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Se nos contesta negativamente a nuestra pregunta. 


Asimismo, he escuchado a otros señores Senadores plantear que sería bueno seguir conversando sobre el futuro de la empresa, 
así como tratar de buscar algún entendimiento. En base a ello, formulo moción para seguir tratando este tema en la próxima sesión 
y postergar hasta la siguiente lo relativo a ANCAP, que estaba previsto para la semana que viene. Entonces, sin la presión de la 
votación que deberíamos hacer ahora, trataremos de avanzar en estos temas. Algunas de las inquietudes planteadas por los 
señores Senadores escapan al conocimiento que podamos tener, porque estamos siempre en una situación rara, ya que queremos 
tener empresas comerciales del Estado, pero después les vamos a decir que no hagan nada sin autorización del Parlamento. Creo 
que tiene que haber un sistema de salvaguardia o de control; eso no lo niego. 


Mientras escuchaba otras intervenciones, estaba mirando un proyecto presentado por los señores Senadores Abelenda y Arismendi 
que se refería, precisamente, al control del sector privado, el que me parece tiene elementos con los cuales se puede avanzar; en 
ese sentido, tenemos disposición y ánimo para ello. 


En definitiva, señor Presidente, sobre los asuntos que se nos pregunta, se ha planteado concretamente un aspecto relativo a un 
sector que es importante, que es el de la comunicación celular; se ha pedido una ley y, a esos efectos, se puso la que figura en el 
proyecto original. 


Después, se nos pregunta por qué nos siguen poniendo leyes para otras cosas. Muy bien, estamos dispuestos a discutir todo. 
¿Pero en función de qué? ¿Se quieren plantear controles? Estamos de acuerdo con ello. Ahora bien, ¿cuál es la propuesta del otro 
lado para organizar las empresas públicas? A mí también me gustaría escuchar la semana que viene alguna propuesta concreta de 
quienes han manifestado que esto les complica, que consideran que es inconveniente o incompleto. Tienen todo el derecho del 
mundo y es probable que esto sea perfectible, pues podemos cometer errores y no debemos ser soberbios. Sin embargo, sería 
conveniente que quienes tienen problemas hagan una propuesta positiva. 


Entonces, señor Presidente, mi estado de ánimo es el de decir que votemos el proyecto presentado por el señor Senador Michelini, 
pues me parece que representa un avance. Se nos ha planteado si existe disposición para seguir discutiendo y hemos dicho con 
claridad que sí; estamos dispuestos a discutir aquellos proyectos que proponen un mejor control. 


Reitero, estamos dispuestos, pero también nos gustaría saber cuál es el futuro que se plantea por parte de quienes cuestionan esta 
iniciativa. 


Ese es nuestro punto de vista. Concretamente, plantearíamos la realización de una sesión para la semana que viene, a los efectos 
de seguir analizando el tema de las comunicaciones a agenda abierta si así se prefiere. 


Por nuestra parte, estamos en condiciones de considerar este proyecto de ley relativo a sistemas de control y a analizar cualquier 
otra propuesta que se nos quiera hacer y, si se desea, con mucho gusto, discutiremos las interrogantes que se han planteado 
como, por ejemplo, para dónde va la empresa, pero, reitero, también me gustaría escuchar lo que creen los demás respecto a esto. 
De ese modo, podríamos hacer un intercambio de ida y vuelta; de lo contrario, esto parece como un tribunal de exámenes. 


SEÑOR ASTORI.- Señor Presidente: voy a empezar por la referencia que hizo el señor Senador Atchugarry y, luego, seguiré por la 
que no hizo. Concretamente, sobre la que hizo, sin ninguna duda, que cuenta con la unanimidad de nuestra bancada para 
encontrar entendimientos. Creemos haber marcado un camino que, como el señor Senador decía, requiere una propuesta positiva: 
el camino de la asociación para nuevos emprendimientos sobre la base de la derogación de los artículos que hemos propuesto 
derogar. Desde ese punto de vista, sin ninguna duda, estamos dispuestos a transitar el camino y buscar una alternativa que nos 
pueda reunir a todos. Naturalmente, también estamos de acuerdo en continuar profundizando este tema la próxima semana. 


Ahora bien, señor Presidente, yo hice una pregunta que para mí es muy importante, porque no refiere a la anécdota de por qué se 
sacó la transmisión de datos de este proyecto, sino a la visión que se tiene sobre la empresa. Voy a poner un ejemplo -que no 


significa que esté afirmando que se hizo o que se piensa hacer eso- pero si el paquete accionario de la subsidiaria de ANTEL DATA 
se coloca en Bolsa y se admite la presencia de capitales de otro origen, para nosotros eso no es una asociación, sino la posibilidad 
de que se enajene parcialmente el patrimonio de la subsidiaria. 


Entonces, por eso, quiero saber qué es lo que está pasando con la subsidiaria de ANTEL DATA, cuáles son las intenciones. Si no 
hay disponibilidad de información para contestar esta pregunta ahora -yo no tengo la respuesta y tampoco sabía que el Presidente 
de ANTEL había pedido a algunos señores Senadores que retiraran esto-, por favor, ruego que se la incluya en la agenda y que la 
semana que viene podamos tener una respuesta. Reitero: el afán no es anecdotario, sino que se centra en el futuro, que es lo que 
nos importa a todos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Teniendo en cuenta que no hay más oradores, si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto 
de ley presentado por el señor Senador Michelini, cuyo artículo único dice: "La admisión de capitales privados o la venta de 
acciones en la prestación del servicio de telefonía celular terrestre de la Administración Nacional de Telecomunicaciones (ANTEL), 


conforme a los artículos 612 y 613 de la ley 17.296, de 21 de febrero de 2001 requerirá autorización previa del Poder Legislativo 
mediante ley dictada al efecto conforme a lo dispuesto en el art. 188 de la Constitución de la República." 


(Se vota:) 

8 en 13. Afirmativa. 

Si los señores Senadores están de acuerdo, el miembro informante sería el señor Senador Michelini. 
(Apoyados) 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 13 y 21 minutos) 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


